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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE CONCILIACIÓN DEL PROYECTO DE LEY NUMERO 275 DE 2019 
SENADO - 07 DE 2019 CÁMARA

por medio del cual se regula el funcionamiento de los consultorios jurídicos de las instituciones  
de educación superior.
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2019 SENADO- 07 DE 2019 CÁMARA 

Por medio del cual se regula el funcionamiento de los consultorios jurídicos de las 
instituciones de educación superior 

 

Bogotá́ D.C., abril de 2021  

Doctor  

ARTURO CHAR CHALJUB  
Presidente 
Senado de la República  

Doctor  

GERMÁN ALCIDES BLANCO  
Presidente 
Cámara de Representantes  

 

Referencia: Informe de Conciliación del Proyecto de ley No. 
275 de 2019 senado- 07 de 2019 cámara “Por medio del cual 
se regula el funcionamiento de los consultorios jurídicos de 
las instituciones de educación superior”. 

Respetados Presidentes, 

Siguiendo lo dispuesto en los artículos 161 de la Constitución Política y 186 y siguientes de 
la Ley 5° de 1992; los Senadores y Representantes a la Cámara firmantes, integrantes de la 
Comisión de Conciliación designada, nos permitimos presentar para consideración de las 
Plenarias de Senado y de la Cámara de Representantes para continuar su trámite 
correspondiente, el texto conciliado del Proyecto de Ley No. 275 DE 2019 SENADO- 07 DE 
2019 CÁMARA “Por medio del cual se regula el funcionamiento de los consultorios 
jurídicos de las instituciones de educación superior”. 

Para esto, los miembros de la Comisión de Conciliación designada, evaluamos los textos 
aprobados en las Plenarias del Senado de la República y de la Cámara de Representantes en 
sesiones celebradas el 2 de diciembre de 2019 y el 27 de abril de 2021 respectivamente. Se 
encontraron diferencias en los textos aprobados en cada una de las cámaras, las cuales se 
presentan a continuación, así ́ como el texto acogido por la comisión para cada uno de los 
artículos del proyecto de ley de referencia.  

 
Texto aprobado en 
plenaria de 
Cámara de 
Representantes 

Texto aprobado en 
Senado de la República 

Texto 
acogido 
por la 
Comisión 
de 
conciliaci
ón 

Texto propuesto por la 
Comisión de 
Conciliación 

TÍTULO 
Por medio del cual 
se regula el 
funcionamiento de 
los consultorios 
jurídicos de las 
instituciones de 
educación superior 

TÍTULO 
Por medio del cual se 
regula el funcionamiento 
de los consultorios 
jurídicos de las 
instituciones de 
educación superior 

Textos 
idénticos  

TÍTULO 
Por medio del cual se 
regula el funcionamiento 
de los consultorios 
jurídicos de las 
instituciones de 
educación superior 

ARTÍCULO 1°. 
OBJETO. El objeto 
de esta ley es 
establecer el marco 
normativo por 
medio del cual se 
regula la práctica del 
Consultorio Jurídico 
de las Instituciones 
de Educación 
Superior.  

 

ARTÍCULO 1°. 
OBJETO. El objeto de 
esta ley es establecer el 
marco normativo por 
medio del cual se regula 
la práctica del 
Consultorio Jurídico de 
las Instituciones de 
Educación Superior.  

 

Textos 
idénticos  

ARTÍCULO 1°. 
OBJETO. El objeto de 
esta ley es establecer el 
marco normativo por 
medio del cual se regula 
la práctica del 
Consultorio Jurídico de 
las Instituciones de 
Educación Superior.  

 

Artículo 
2°. Definición. El 
Consultorio Jurídico 
es un escenario de 
aprendizaje práctico 
de las Instituciones 
de Educación 
Superior, autorizado 
en los términos de 
esta ley, en el cual 
los estudiantes de 
los programas de 

ARTÍCULO 2°. 
DEFINICIÓN. El 
Consultorio Jurídico es 
un escenario de 
aprendizaje práctico de 
las Instituciones de 
Educación Superior, 
autorizado en los 
términos de esta ley, en el 
cual los estudiantes de los 
programas de Derecho, 
bajo la supervisión, la 

Textos 
idénticos  

ARTÍCULO 2°. 
DEFINICIÓN. El 
Consultorio Jurídico es 
un escenario de 
aprendizaje práctico de 
las Instituciones de 
Educación Superior, 
autorizado en los 
términos de esta ley, en el 
cual los estudiantes de los 
programas de Derecho, 
bajo la supervisión, la 
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Derecho, bajo la 
supervisión, la guía 
y la coordinación del 
personal docente y 
administrativo que 
apoya el ejercicio 
académico, 
adquieren 
conocimientos y 
desarrollan 
competencias, 
habilidades y 
valores éticos para el 
ejercicio de la 
profesión de 
abogado, prestando 
el servicio 
obligatorio y 
gratuito de 
asistencia jurídica a 
la población 
establecida en la 
presente ley. 

guía y la coordinación del 
personal docente y 
administrativo que apoya 
el ejercicio académico, 
adquieren conocimientos 
y desarrollan 
competencias, 
habilidades y valores 
éticos para el ejercicio de 
la profesión de abogado, 
prestando el servicio 
obligatorio y gratuito de 
asistencia jurídica a la 
población establecida en 
la presente ley.  

guía y la coordinación del 
personal docente y 
administrativo que apoya 
el ejercicio académico, 
adquieren conocimientos 
y desarrollan 
competencias, 
habilidades y valores 
éticos para el ejercicio de 
la profesión de abogado, 
prestando el servicio 
obligatorio y gratuito de 
asistencia jurídica a la 
población establecida en 
la presente ley.  

Artículo 3°. 
Principios. El 
Consultorio Jurídico 
estará orientado bajo 
los siguientes 
principios generales:  

(…) 

9. Accesibilidad. El
Consultorio
Jurídico asegura
a todos los
estudiantes,
docentes y 
usuarios el 
acceso en 
igualdad de 
condiciones al 
entorno físico, la
información y las
comunicaciones

ARTÍCULO 3°. 
PRINCIPIOS. El 
Consultorio Jurídico 
estará orientado bajo los 
siguientes principios 
generales: 
(…) 

9. Accesibilidad. El 
Consultorio Jurídico 
asegura a todos los 
estudiantes, docentes y 
usuarios el acceso en 
igualdad de condiciones 
al entorno físico, la 
información y las 
comunicaciones 
relacionadas con la 
prestación de sus 
servicios, y establece 
parámetros que les 
permitan acceder a 

Se acoge 
el texto de 
senado 

ARTÍCULO 3°. 
PRINCIPIOS. El 
Consultorio Jurídico 
estará orientado bajo los 
siguientes principios 
generales:  

1. Educación
Jurídica Práctica.
El Consultorio
Jurídico garantiza
procesos de 
aprendizaje a 
partir del 
acercamiento de
los estudiantes a
las personas en
condición de
vulnerabilidad, la
sociedad, las
necesidades
jurídicas que

relacionadas con 
la prestación de 
sus servicios, y 
establece 
parámetros que 
les permitan 
acceder a 
servicios no 
presenciales. 

10. Confidencialidad
. Los miembros
del Consultorio
Jurídico no
podrán revelar o
utilizar la
información
suministrada por
quienes solicitan
la prestación de
sus servicios, a
menos que hayan
recibido del
solicitante
autorización
escrita para ello,
o que tengan
necesidad de 
hacer 
revelaciones para 
evitar la comisión 
de un delito.  

servicios no presenciales. 
En relación con los 
usuarios de la 
administración de 
justicia, facilitan, en la 
medida de sus 
posibilidades y 
conforme a lo que se 
determine en los 
reglamentos de las 
instituciones de 
educación superior, que 
los sujetos procesales 
puedan acceder en sus 
sedes a las actuaciones 
virtuales. 

10.Confidencialidad. Los
miembros del Consultorio 
Jurídico no podrán 
revelar o utilizar la 
información suministrada 
por quienes solicitan la 
prestación de sus 
servicios, a menos que 
hayan recibido del 
solicitante autorización 
escrita para ello, o que 
tengan necesidad de hacer 
revelaciones para evitar la 
comisión de un delito.  

11. Calidad. Cada 
Universidad fijará los 
estándares que 
garanticen la calidad y 
eficiencia en la 
prestación del servicio en 

enfrentan y los 
contextos en que 
se desarrollan, al 
igual que fomenta 
el desarrollo de 
estrategias y de 
acciones de 
defensa de sus 
derechos dentro 
de estándares de 
innovación, 
calidad y 
actualidad, 
colaborando con 
la administración 
de justicia y 
asegurando el 
cumplimiento del 
derecho de acceso 
a la justicia.  

2. Autonomía
Universitaria. Sin
perjuicio de las
disposiciones
establecidas en el
contenido de esta
ley, se reconoce la
autonomía de las
instituciones de
educación
superior, las 
cuales cuentan 
con las 
competencias
para regular todos
los aspectos 
relativos al 
funcionamiento,
administración y
reglamento de los
consultorios
jurídicos, así 
como la 
correspondencia

el correspondiente 
consultorio jurídico y 
centro de conciliación. 

entre estos 
aspectos y el 
contenido de sus 
Proyectos 
Educativos 
Institucionales y 
Proyectos 
Educativos de 
Programa.  

3. Formación
Integral. El
Consultorio
Jurídico
constituye un
escenario idóneo
para la formación
académica,
profesional,
técnica, humana,
social y ética del
abogado,
permitiendo a los
estudiantes de
Derecho adquirir,
mediante
experiencias
propias del
ejercicio de la
profesión, los 
saberes y 
habilidades
necesarias y
esperados para el
ejercicio de la
abogacía.

4. Interés general. El
Consultorio
Jurídico busca la
defensa del
interés general, su
armonización con
los intereses
particulares y con
los fines del

Estado Social de 
Derecho, 
propendiendo por 
la justicia y la 
equidad en la 
sociedad.  

5. Función social. El
Consultorio
Jurídico orienta
su acción a la
defensa de 
derechos de 
sujetos de 
especial
protección
constitucional y
personas
naturales que 
carezcan de 
medios
económicos para
contratar los
servicios de un
profesional en
Derecho, o en
general personas
o grupos que, por
sus circunstancias 
especiales, se 
encuentren en 
situación de 
vulnerabilidad o 
indefensión, en 
los términos 
establecidos en la 
presente ley. 

6. Progresividad.
Las prácticas
jurídicas
formativas que se
desarrollan en el
Consultorio
Jurídico se 
articulan de 
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manera 
progresiva con el 
currículo 
diseñado y 
acogido por la 
Institución de 
Educación 
Superior y el 
programa de 
acuerdo con su 
naturaleza, 
modalidad y 
metodología.  

7. Gratuidad. El
Consultorio
Jurídico presta
servicios
jurídicos gratuitos
en favor de las
personas
beneficiadas que
se definen en esta
ley. Los gastos
necesarios para el
impulso procesal
y las costas
judiciales en los
trámites que 
apliquen serán 
asumidos por el
usuario y en
ningún caso los
asumirá el
estudiante.

8. Inclusión. El
Consultorio
Jurídico garantiza
los ajustes
razonables
necesarios para
asegurar que los
estudiantes,
docentes y las
personas

beneficiarias de 
sus servicios 
puedan tener 
acceso y 
participar 
activamente en 
ellos, en igualdad 
de condiciones. 
Así mismo, 
fomenta en los 
estudiantes una 
perspectiva de 
igualdad, respeto 
por la diversidad 
e inclusión.  

9. Accesibilidad. El
Consultorio
Jurídico asegura a
todos los
estudiantes,
docentes y
usuarios el acceso
en igualdad de
condiciones al
entorno físico, la
información y las
comunicaciones
relacionadas con
la prestación de
sus servicios, y
establece
parámetros que
les permitan 
acceder a 
servicios no 
presenciales. En
relación con los
usuarios de la
administración de
justicia, facilitan,
en la medida de
sus posibilidades
y conforme a lo
que se determine

en los 
reglamentos de 
las instituciones 
de educación 
superior, que los 
sujetos procesales 
puedan acceder 
en sus sedes a las 
actuaciones 
virtuales. 

10. Confidencialidad.
Los miembros del
Consultorio
Jurídico no
podrán revelar o
utilizar la
información
suministrada por
quienes solicitan
la prestación de
sus servicios, a
menos que hayan
recibido del
solicitante
autorización
escrita para ello, o
que tengan 
necesidad de 
hacer
revelaciones para
evitar la comisión
de un delito.

11. Calidad. Cada
Universidad fijará
los estándares que
garanticen la 
calidad y 
eficiencia en la
prestación del
servicio en el
correspondiente
consultorio

jurídico y centro 
de conciliación. 

Artículo 4°. 
Objetivos. El 
Consultorio Jurídico 
garantiza los 
siguientes objetivos:  

(…) 

4. Innovación
jurídica.
Propiciar, a 
través de la 
Institución de 
Educación
Superior, el
conocimiento
científico,
reflexivo e 
innovador del 
Derecho,
atendiendo a las
realidades
contemporáneas
de interés para el
campo jurídico y
que tengan
impacto sobre el
contexto
socioeconómico
de las
comunidades
donde ostenta 
influencia la 
facultad de 
derecho.

ARTÍCULO 4°. 
OBJETIVOS. El 
Consultorio Jurídico 
garantiza los siguientes 
objetivos: 
(…)  

4. Innovación jurídica.
Propiciar, a través de la 
Institución de Educación 
Superior, el conocimiento 
científico, reflexivo e 
innovador del Derecho, 
contribuyendo a su vez 
con la transformación 
digital para el 
fortalecimiento de su 
ejercicio, atendiendo a 
las realidades 
contemporáneas de 
interés para el campo 
jurídico y que tengan 
impacto sobre el contexto 
socioeconómico de las 
comunidades donde 
ostenta influencia la 
facultad de derecho. 

Se acoge 
texto de 
senado 

ARTÍCULO 4°. 
OBJETIVOS. El 
Consultorio Jurídico 
garantiza los siguientes 
objetivos:  

1. Formación
Práctica.
Fortalecer el
proceso educativo
interdisciplinar de
los estudiantes de
los programas de
Derecho
mediante la
articulación de la
teoría y la
práctica a partir
de casos reales
con un enfoque
humanístico y
ético.

2. Acceso a la
justicia.
Contribuir a que
las personas
beneficiarias de
sus servicios 
accedan a la
asesoría jurídica,
la conciliación
extrajudicial en
derecho, la
representación
judicial y
extrajudicial, la
pedagogía en
derechos y el
ejercicio del
litigio estratégico
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de interés 
público. 

3. Proyección
social. Generar
conciencia acerca
de la
responsabilidad y
función social
que comporta el
ejercicio de la
abogacía, en cuyo
desarrollo se debe
actuar como
agente activo en
la reducción de la
desigualdad y el
alcance de la
equidad social.

4. Innovación
jurídica.
Propiciar, a través
de la Institución
de Educación 
Superior, el 
conocimiento
científico,
reflexivo e 
innovador del 
Derecho,
contribuyendo a
su vez con la
transformación
digital para el
fortalecimiento
de su ejercicio,
atendiendo a las
realidades
contemporáneas
de interés para el
campo jurídico y
que tengan
impacto sobre el
contexto
socioeconómico

de las 
comunidades 
donde ostenta 
influencia la 
facultad de 
derecho.  

5. Resolución de
conflictos:
Impulsar los
diferentes
métodos de 
solución de 
conflictos y la
justicia
restaurativa,
como
herramientas
encaminadas a la
autocomposición
de las
controversias que
se suscitan en el
marco de la
convivencia
social.

Artículo 
5°. Creación y 
funcionamiento de 
consultorios 
jurídicos. Las 
Instituciones de 
Educación Superior 
con Programa de 
Pregrado en 
Derecho tendrán un 
Consultorio Jurídico 
que para su 
funcionamiento 
requerirá 
aprobación del 
Ministerio de 
Justicia y del 

ARTÍCULO 5°. 
CREACIÓN Y 
FUNCIONAMIENTO 
DE CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. Las 
Instituciones de 
Educación Superior con 
Programa de Pregrado en 
Derecho tendrán un 
Consultorio Jurídico que 
para su funcionamiento 
requerirá aprobación del 
Ministerio de Justicia y 
del Derecho, en los 
términos que establezca 
la reglamentación 
correspondiente.  

Textos 
idénticos 

ARTÍCULO 5°. 
CREACIÓN Y 
FUNCIONAMIENTO 
DE CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. Las 
Instituciones de 
Educación Superior con 
Programa de Pregrado en 
Derecho tendrán un 
Consultorio Jurídico que 
para su funcionamiento 
requerirá aprobación del 
Ministerio de Justicia y 
del Derecho, en los 
términos que establezca 
la reglamentación 
correspondiente.  

Derecho, en los 
términos que 
establezca la 
reglamentación 
correspondiente. 

De manera 
permanente, los 
Consultorios 
Jurídicos deberán 
garantizar las 
condiciones de 
funcionamiento 
conforme a las 
disposiciones que 
establezca el 
Gobierno nacional. 
El Ministerio de 
Justicia y del 
Derecho será el 
encargado de 
ejercer el control y 
la vigilancia sobre 
los mismos. 

Parágrafo 
Transitorio. El 
Gobierno nacional 
reglamentará la 
materia dentro de 
los seis (6) meses 
siguientes a la 
entrada en vigencia 
de esta ley. Hasta 
tanto no se expida el 
reglamento 
respectivo, el 
trámite de 
aprobación de 
funcionamiento de 
los Consultorios 
Jurídicos se 
adelantará ante el 
Consejo Superior de 
la Judicatura. 

De manera 
permanente, los 
Consultorios Jurídicos 
deberán garantizar las 
condiciones de 
funcionamiento 
conforme a las 
disposiciones que 
establezca el Gobierno 
nacional. El Ministerio de 
Justicia y del Derecho 
será el encargado de 
ejercer el control y la 
vigilancia sobre los 
mismos.  

Parágrafo Transitorio. 
El Gobierno nacional 
reglamentará la materia 
dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la 
entrada en vigencia de 
esta ley. Hasta tanto no se 
expida el reglamento 
respectivo, el trámite de 
aprobación de 
funcionamiento de los 
Consultorios Jurídicos se 
adelantará ante el 
Consejo Superior de la 
Judicatura.  

De manera 
permanente, los 
Consultorios Jurídicos 
deberán garantizar las 
condiciones de 
funcionamiento 
conforme a las 
disposiciones que 
establezca el Gobierno 
nacional. El Ministerio de 
Justicia y del Derecho 
será el encargado de 
ejercer el control y la 
vigilancia sobre los 
mismos.  

Parágrafo Transitorio. 
El Gobierno nacional 
reglamentará la materia 
dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la 
entrada en vigencia de 
esta ley. Hasta tanto no se 
expida el reglamento 
respectivo, el trámite de 
aprobación de 
funcionamiento de los 
Consultorios Jurídicos se 
adelantará ante el 
Consejo Superior de la 
Judicatura.  

Artículo 6°. 
Servicios de los 
Consultorios 
Jurídicos. Servicios 
de los Consultorios 
Jurídicos. Los 
Consultorios 
Jurídicos prestarán 
servicios de asesoría 
jurídica, 
conciliación 
extrajudicial en 
derecho, 
representación 
judicial y 
extrajudicial, 
adelantamiento de 
actuaciones 
administrativas e 
interposición de 
recursos en sede 
administrativa y 
pedagogía en 
derechos. Así 
mismo, podrán 
prestar servicios de 
conciliación en 
equidad, mediación, 
mecanismos de 
justicia restaurativa 
y litigio estratégico 
de interés público, 
así como todos 
aquellos otros 
servicios que 
guarden relación y 
permitan el 
cumplimiento de los 
principios y 
objetivos 
establecidos en esta 
ley. 
(…) 
Parágrafo 1°. Para 
los efectos de esta 

ARTÍCULO 6°. 
SERVICIOS DE LOS 
CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. Los 
Consultorios Jurídicos 
prestarán servicios de 
asesoría jurídica, 
conciliación extrajudicial 
en derecho, 
representación judicial y 
extrajudicial, 
adelantamiento de 
actuaciones 
administrativas e 
interposición de recursos 
en sede administrativa y 
pedagogía en derechos. 
Así mismo, podrán 
prestar servicios de 
conciliación en equidad, 
mediación, mecanismos 
de justicia restaurativa y 
litigio estratégico de 
interés público, así como 
todos aquellos otros 
servicios que guarden 
relación y permitan el 
cumplimiento de los 
principios y objetivos 
establecidos en esta ley. 

(…) 

Parágrafo 1°. Para los 
efectos de esta ley, se 
entiende por litigio 
estratégico de interés 
público las acciones 
jurídicas encaminadas a 
lograr un efecto 
significativo en las 
políticas públicas, la 
legislación y la sociedad 
civil, a través de la 
garantía de los derechos. 

Se acoge 
texto de 
senado 

ARTÍCULO 6°. 
SERVICIOS DE LOS 
CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. Los 
Consultorios Jurídicos 
prestarán servicios de 
asesoría jurídica, 
conciliación extrajudicial 
en derecho, 
representación judicial y 
extrajudicial, 
adelantamiento de 
actuaciones 
administrativas e 
interposición de recursos 
en sede administrativa y 
pedagogía en derechos. 
Así mismo, podrán 
prestar servicios de 
conciliación en equidad, 
mediación, mecanismos 
de justicia restaurativa y 
litigio estratégico de 
interés público, así como 
todos aquellos otros 
servicios que guarden 
relación y permitan el 
cumplimiento de los 
principios y objetivos 
establecidos en esta ley. 

Estos servicios se 
prestarán por conducto de 
los estudiantes de 
Derecho, bajo la guía, 
supervisión y control del 
Consultorio Jurídico, el 
cual se podrá cursar a 
partir de la aprobación de 
por lo menos la mitad de 
los créditos académicos 
del plan de estudios y en 
cualquier caso hasta su 
finalización, cumpliendo 
con los requisitos que 
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ley, se entiende por 
litigio estratégico de 
interés público las 
acciones jurídicas 
encaminadas a 
lograr un efecto 
significativo en las 
políticas públicas, la 
legislación y la 
sociedad civil, a 
través de la garantía 
de los derechos. El 
litigio estratégico de 
interés público lo 
podrán adelantar los 
consultorios 
jurídicos mediante el 
empleo del modelo 
pedagógico de las 
clínicas jurídicas o 
el desarrollo de otras 
estrategias 
pedagógicas que 
promuevan la 
integración entre la 
investigación 
aplicada y el 
desarrollo de 
acciones jurídicas 
para lograr un 
resultado de alto 
impacto social. 

Parágrafo 2°. No 
estarán obligados a 
prestar el servicio de 
representación a 
terceros los 
estudiantes que 
certifiquen que 
desempeñan labores 
en áreas jurídicas en 
el sector público. La 
institución de 
educación superior 

El litigio estratégico de 
interés público lo podrán 
adelantar los consultorios 
jurídicos mediante el 
empleo del modelo 
pedagógico de las 
clínicas jurídicas o el 
desarrollo de otras 
estrategias pedagógicas 
que promuevan la 
integración entre la 
investigación aplicada y 
el desarrollo de acciones 
jurídicas para lograr un 
resultado de alto impacto 
social. 

Parágrafo 2°. No estarán 
obligados a prestar el 
servicio de 
representación a terceros 
los estudiantes que 
certifiquen que 
desempeñan labores en 
áreas jurídicas en el 
sector público. La 
institución de educación 
superior podrá disponer 
que tales estudiantes 
desarrollen su práctica en 
el Consultorio Jurídico 
prescindiendo de la 
representación de 
terceros y a través de los 
demás servicios 
prestados por este, 
estableciendo las 
respectivas fórmulas para 
compensar las cargas de 
trabajo en relación con 
aquellos estudiantes que 
sí deban prestar la 
representación de 
terceros. 

establezca cada 
institución de educación 
superior conforme a los 
principios de autonomía 
y progresividad previstos 
en la presente ley. 

La prestación de los 
servicios en el 
consultorio jurídico por 
parte de los estudiantes 
no podrá ser menor a dos 
ni exceder de cinco 
semestres. En aplicación 
de los principios de 
autonomía y 
progresividad 
consagrados en la 
presente ley, cada 
institución de educación 
superior definirá dentro 
de ese rango el tiempo de 
prestación de los 
diferentes servicios a 
cargo de los estudiantes 
de los consultorios. Con 
todo, los estudiantes 
ejercerán las funciones de 
representación de 
terceros consagradas en 
el artículo 9 de esta Ley a 
partir de la aprobación de 
todas las asignaturas 
habilitantes para este 
efecto según el respectivo 
Programa de Derecho y 
por lo menos durante dos 
semestres, para lo cual 
los consultorios 
propiciarán las 
condiciones necesarias 
para la prestación 
efectiva de este servicio.  

podrá disponer que 
tales estudiantes 
desarrollen su 
práctica en el 
Consultorio Jurídico 
prescindiendo de la 
representación de 
terceros y a través de 
los demás servicios 
prestados por este, 
estableciendo las 
respectivas fórmulas 
para compensar las 
cargas de trabajo en 
relación con 
aquellos estudiantes 
que sí deban prestar 
la representación de 
terceros. 

No obstante, lo 
anterior, los 
estudiantes que, bajo 
las condiciones 
expresadas en el 
inciso anterior, 
opten por ejercer la 
representación a 
terceros, no podrán 
actuar contra la 
nación, el 
departamento, el 
distrito o el
municipio, según la 
esfera 
administrativa a la 
que pertenezca la 
entidad a la cual 
presten sus 
servicios. La entidad 
deberá otorgar los 
permisos a que haya 
lugar, sin perjuicio 
de las 
compensaciones que 

No obstante lo anterior, 
los estudiantes que, bajo 
las condiciones 
expresadas en el inciso 
anterior, opten por 
ejercer la representación 
a terceros, no podrán 
actuar contra la Nación, 
el departamento, el 
distrito o el municipio, 
según la esfera 
administrativa a la que 
pertenezca la entidad a la 
cual presten sus 
servicios. La entidad 
deberá otorgar los 
permisos a que haya 
lugar, sin perjuicio de las 
compensaciones que se 
establezcan internamente 
para el efecto. 

Parágrafo 3°. Para la 
prestación del servicio de 
conciliación extrajudicial 
en derecho, los 
consultorios jurídicos 
deberán organizar su 
propio centro de 
conciliación, conforme a 
los parámetros legales y 
reglamentarios de 
creación, funcionamiento 
y supervisión que regulan 
la materia. Los 
consultorios jurídicos 
también podrán crear y 
poner en funcionamiento 
centros de conciliación 
en equidad, mediación y 
justicia restaurativa o 
disponer de espacios o 
escenarios para la 
prestación de sus 
servicios, según lo estime 

El Consultorio 
Jurídico, como 
componente de la 
formación práctica del 
estudiante de derecho y 
que hará parte integral del 
currículo, en ningún caso 
será susceptible de 
omisión, homologación, 
convalidación o 
sustitución.  

Parágrafo 1°. Para los 
efectos de esta ley, se 
entiende por litigio 
estratégico de interés 
público las acciones 
jurídicas encaminadas a 
lograr un efecto 
significativo en las 
políticas públicas, la 
legislación y la sociedad 
civil, a través de la 
garantía de los derechos. 
El litigio estratégico de 
interés público lo podrán 
adelantar los consultorios 
jurídicos mediante el 
empleo del modelo 
pedagógico de las 
clínicas jurídicas o el 
desarrollo de otras 
estrategias pedagógicas 
que promuevan la 
integración entre la 
investigación aplicada y 
el desarrollo de acciones 
jurídicas para lograr un 
resultado de alto impacto 
social. 

Parágrafo 2°. No 
estarán obligados a 
prestar el servicio de 
representación a terceros 

se establezcan 
internamente para el 
efecto. 

Parágrafo 3°. Para la 
prestación del 
servicio de 
conciliación 
extrajudicial en 
derecho, los 
consultorios 
jurídicos deberán 
organizar su propio 
centro de 
conciliación, 
conforme a los 
parámetros legales y 
reglamentarios de 
creación, 
funcionamiento y 
supervisión que 
regulan la materia. 
Los consultorios 
jurídicos también 
podrán crear y poner 
en funcionamiento 
centros de 
conciliación en 
equidad, mediación 
y justicia 
restaurativa o 
disponer de espacios 
o escenarios para la
prestación de sus 
servicios, según lo 
estime pertinente 
cada consultorio 
jurídico. 

pertinente cada 
Institución de 
Educación Superior. 

los estudiantes que 
certifiquen que 
desempeñan labores en 
áreas jurídicas en el 
sector público. La 
institución de educación 
superior podrá disponer 
que tales estudiantes 
desarrollen su práctica en 
el Consultorio Jurídico 
prescindiendo de la 
representación de 
terceros y a través de los 
demás servicios 
prestados por este, 
estableciendo las 
respectivas fórmulas para 
compensar las cargas de 
trabajo en relación con 
aquellos estudiantes que 
sí deban prestar la 
representación de 
terceros. 

No obstante lo anterior, 
los estudiantes que, bajo 
las condiciones 
expresadas en el inciso 
anterior, opten por ejercer 
la representación a 
terceros, no podrán actuar 
contra la Nación, el 
departamento, el distrito 
o el municipio, según la
esfera administrativa a la 
que pertenezca la entidad 
a la cual presten sus 
servicios. La entidad 
deberá otorgar los 
permisos a que haya 
lugar, sin perjuicio de las 
compensaciones que se 
establezcan internamente 
para el efecto. 

Parágrafo 3°. Para la 
prestación del servicio de 
conciliación extrajudicial 
en derecho, los 
consultorios jurídicos 
deberán organizar su 
propio centro de 
conciliación, conforme a 
los parámetros legales y 
reglamentarios de 
creación, funcionamiento 
y supervisión que regulan 
la materia. Los 
consultorios jurídicos 
también podrán crear y 
poner en funcionamiento 
centros de conciliación 
en equidad, mediación y 
justicia restaurativa o 
disponer de espacios o 
escenarios para la 
prestación de sus 
servicios, según lo estime 
pertinente cada 
Institución de Educación 
Superior. 

Artículo 7°. 
Prestación del 
servicio. Los 
servicios de asesoría 
jurídica y pedagogía 
en derecho propios 
del Consultorio 
Jurídico podrán 
prestarse a entidades 
públicas o privadas, 
en despachos 
judiciales, notarias, 
organismos 
internacionales, 
organizaciones no 
gubernamentales, 
cajas de 
compensación 

ARTÍCULO 7°. 
PRESTACIÓN DEL 
SERVICIO. Los 
servicios de asesoría 
jurídica y pedagogía en 
derecho propios del 
Consultorio Jurídico 
podrán prestarse a 
entidades públicas o 
privadas, en las áreas 
pro bono de firmas de 
abogados, en despachos 
judiciales, notarias, 
organismos 
internacionales, 
organizaciones no 
gubernamentales, cajas 
de compensación 

Se acoge 
texto de 
senado 

ARTÍCULO 7°. 
PRESTACIÓN DEL 
SERVICIO. Los 
servicios de asesoría 
jurídica y pedagogía en 
derecho propios del 
Consultorio Jurídico 
podrán prestarse a 
entidades públicas o 
privadas, en las áreas pro 
bono de firmas de 
abogados, en despachos 
judiciales, notarías, 
organismos 
internacionales, 
organizaciones no 
gubernamentales, cajas 
de compensación 
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familiar, centros de 
conciliación y 
centros de 
mediación y 
conciliación en 
equidad, cuando 
tales servicios sean 
en provecho de los 
beneficiarios y con 
el alcance indicado 
en el artículo 
siguiente, y previa 
suscripción de 
convenios o 
acuerdos, bajo la 
verificación 
permanente por 
parte de la 
institución de 
educación superior 
de la connotación 
jurídica y de los 
beneficiarios de las 
actividades 
realizadas.  

Parágrafo. La 
prestación de los 
servicios indicados 
en este artículo, no 
comportará bajo 
ninguna 
circunstancia la 
prestación del 
servicio de 
representación a 
terceros consagradas 
en el artículo 9° de 
esta ley.  

familiar, centros de 
conciliación y centros de 
mediación y conciliación 
en equidad, cuando tales 
servicios sean en 
provecho de los 
beneficiarios y con el 
alcance indicado en el 
artículo siguiente, y 
previa suscripción de 
convenios o acuerdos, 
bajo la verificación 
permanente por parte de 
la institución de 
educación superior de la 
connotación jurídica y de 
los beneficiarios de las 
actividades realizadas.  

Parágrafo. La prestación 
de los servicios indicados 
en este artículo no 
comportará bajo ninguna 
circunstancia la 
prestación del servicio de 
representación a terceros 
consagradas en el 
artículo 9 de esta ley.  

familiar, centros de 
conciliación y centros de 
mediación y conciliación 
en equidad, cuando tales 
servicios sean en 
provecho de los 
beneficiarios y con el 
alcance indicado en el 
artículo  siguiente, y 
previa suscripción de 
convenios o acuerdos, 
bajo la verificación 
permanente por parte de 
la institución de 
educación superior de la 
connotación jurídica y de 
los beneficiarios de las 
actividades realizadas. 

Parágrafo. La prestación 
de los servicios indicados 
en este artículo no 
comportará bajo ninguna 
circunstancia la 
prestación del servicio de 
representación a terceros 
consagradas en el artículo 
9 de esta ley.  

Artículo 8°. 
Beneficiarios de los 
servicios. Los 
Consultorios 

ARTÍCULO 8°.  
BENEFICIARIOS 
DE LOS

SERVICIOS. 

Se acoge 
texto de 
cámara 

ARTÍCULO 
8°. BENEFICIARIOS 
DE LOS 
SERVICIOS. Los 

Jurídicos prestaran 
servicios de asesoría 
jurídica y litigio 
estratégico de 
interés público a 
sujetos de especial 
protección 
constitucional, a 
personas naturales 
que carezcan de 
medios económicos 
para contratar los 
servicios de un 
profesional en 
Derecho, y en 
general a personas o 
grupos que, por sus 
circunstancias 
especiales, se 
encuentren en 
situación de 
vulnerabilidad o 
indefensión, cuando 
se trate de asuntos 
íntimamente ligados 
con su condición.  

Los demás servicios 
a cargo del 
Consultorio Jurídico 
solo se prestaran a 
personas naturales 
que carezcan de 
medios económicos 
para contratar los 
servicios de un 
profesional en 
Derecho, previa 
evaluación de la 
situación 
socioeconómica 
particular de los 
usuarios que los 
solicitan, conforme 
a los criterios 

Los Consultorios 
Jurídicos prestarán 
servicios de asesoría 
jurídica y litigio 
estratégico  de interés  
público   a sujetos  de  
especial protección 
constitucional, a personas 
naturales que carezcan de 
medios económicos para 
contratar  los  servicios  
de  un profesional en 
Derecho, y en general a 
personas  o  grupos  que,  
por  sus circunstancias 
especiales, se 
encuentren en situación

de vulnerabilidad 
o indefensión, cuando se
trate   de   asuntos  
íntimamente ligados con 
su condición. 

Los demás servicios a 
cargo del Consultorio 
Jurídico solo se 
prestarán a personas 
naturales que carezcan 
de medios económicos 
para contratar los 
servicios de un 
profesional en 
Derecho, previa 
evaluación de la 
situación 
socioeconómica 
particular de los 
usuarios que los 
solicitan, conforme a 
los criterios 
establecidos por la 
Institución de 
Educación Superior en 
el marco de su 
autonomía. 

Consultorios Jurídicos 
prestarán servicios de 
asesoría jurídica y litigio 
estratégico de interés 
público a sujetos de 
especial protección 
constitucional, a personas 
naturales que carezcan de 
medios económicos para 
contratar los servicios de 
un profesional en 
Derecho, y en general a 
personas o grupos que, 
por sus circunstancias 
especiales, se encuentren 
en situación de 
vulnerabilidad o 
indefensión, cuando se 
trate de asuntos 
íntimamente ligados con 
su condición. 

Los demás servicios a 
cargo del Consultorio 
Jurídico solo se prestarán 
a personas naturales que 
carezcan de medios 
económicos para 
contratar los servicios de 
un profesional en 
Derecho, previa 
evaluación de la situación 
socioeconómica 
particular de los usuarios 
que los solicitan, 
conforme a los criterios 
establecidos por la 
Institución de Educación 
Superior en el marco de 
su autonomía. 

En caso de encontrar 
improcedente la atención 
a un usuario, el 
consultorio jurídico le 
deberá informar acerca 
de dicha determinación. 

establecidos por la 
Institución de 
Educación Superior 
en el marco de su 
autonomía.  

En caso de encontrar 
improcedente la 
atención a un 
usuario, el 
consultorio jurídico 
le deberá informar 
acerca de dicha 
determinación.  

Parágrafo. En 
ningún caso el valor 
de la pretensión 
podrá ser tenido en 
cuenta como factor 
de evaluación de la 
situación 
socioeconómica del 
usuario.  

En caso de encontrar 
improcedente la 
atención a un usuario, 
el consultorio jurídico 
le deberá informar 
acerca de dicha 
determinación. 

Parágrafo 1º. En 
ningún caso el valor de 
la pretensión podrá ser 
tenido en cuenta como 
factor de evaluación de 
la situación 
socioeconómica del 
usuario. 

Parágrafo 2º. Para la 
determinación de las 
personas en situación 
de vulnerabilidad e 
indefensión, los 
consultorios jurídicos 
podrán tener en cuenta 
que los usuarios se 
encuentren bajo uno o 
más de los siguientes 
supuestos: 

(i) cuando la persona 
carece de acceso a 
medios de defensa 
judiciales, eficaces e 
idóneos, que permitan 
conjurar la 
vulneración de sus 
derechos por parte de 
un particular o el 
Estado; (ii) personas 
que se hallan en 
situación de 
marginación social y 
económica, (iii) 
adultos mayores, (iv) 

Parágrafo. En ningún 
caso el valor de la 
pretensión podrá ser 
tenido en cuenta como 
factor de evaluación de la 
situación 
socioeconómica del 
usuario. 

personas con 
discapacidad (v) 
niños, niñas y 
adolescentes, (vi) 
mujeres, (vii) 
personas LGBTI, 
(viii) pueblos 
indígenas, (ix) 
comunidades negras, 
raizales o 
afrocolombianas, (x) 
migrantes, (xi) 
gitanos o Rom, (xii) 
víctimas del conflicto 
armado, (xiii) 
población campesina 
y (xiv) cualquier otro 
grupo poblacional 
que sea reconocido 
como de especial 
protección 
constitucional. 

Artículo 9°. 
Competencia 
general para la 
representación de 
terceros. Para el 
ejercicio de la 
representación de 
terceros 
determinados como 
personas 
beneficiadas del 
servicio en los 
términos de esta ley, 
los estudiantes, bajo 
la supervisión, la 
guía y el control del 
Consultorio 
Jurídico, podrán 
actuar en los casos 
establecidos en este 

ARTÍCULO 9°. 
COMPETENCIA 
GENERAL PARA LA 
REPRESENTACIÓN 
DE 
TERCEROS. Para el 
ejercicio de la 
representación de terceros 
determinados como 
personas beneficiadas del 
servicio en los términos 
de esta ley, los 
estudiantes, bajo la 
supervisión, la guía y el 
control del Consultorio 
Jurídico, podrán actuar en 
los casos establecidos en 
este artículo, siempre y 
cuando la cuantía no 
supere los 50 Salarios 

Se acoge 
texto de 
senado 

ARTÍCULO 9°. 
COMPETENCIA 
GENERAL PARA LA 
REPRESENTACIÓN 
DE TERCEROS. Para 
el ejercicio de la 
representación de 
terceros determinados 
como personas 
beneficiadas del servicio 
en los términos de esta 
ley, los estudiantes, bajo 
la supervisión, la guía y el 
control del Consultorio 
Jurídico, podrán actuar en 
los casos establecidos en 
este artículo, siempre y 
cuando la cuantía no 
supere los 50 Salarios 
Mínimos Legales 
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artículo, siempre y 
cuando la cuenta no 
supere los 50 
smlmv, salvo la 
competencia aquí 
establecida en 
materia laboral y de 
transito.  

En materia penal en 
los procesos de 
conocimiento de los 
jueces penales 
municipales o 
promiscuos 
municipales: 

a) Como 
representantes de la 
parte civil en los 
procedimientos 
regidos por la Ley 
600 de 2000, o 
representantes de 
víctimas en los 
procesos tramitados 
bajo la Ley 906 de 
2004, o la norma que 
haga sus veces, 
según el caso.  

b) Como defensores
o voceros en los
procesos regidos por 
la Ley 600 de 2000 o 
como defensores en 
los procesos 
tramitados bajo la 
Ley 906 de 2004, o 
la norma que haga 
sus veces, según el 
caso.  

c) En los asuntos
querellables, así 

Mínimos Legales 
Mensuales Vigentes 
(SMLMV), salvo la 
competencia aquí 
establecida en materia 
penal, laboral y de 
tránsito. 

1. En materia penal
en los procesos de
conocimiento de
los jueces penales
municipales o
promiscuos
municipales:

a) Como representantes
de la parte civil en los 
procedimientos regidos 
por la Ley 600 de 2000, o 
representantes de 
víctimas en los procesos 
tramitados bajo la Ley 
906 de 2004, o la norma 
que haga sus veces, según 
el caso. 

b) Como defensores
o voceros en los procesos
regidos por la Ley 600 de 
2000 o como defensores 
en los procesos 
tramitados bajo la Ley 
906 de 2004, o la norma 
que haga sus veces, según 
el caso. 

c) En los asuntos
querellables, así como en 
los procedimientos 

Mensuales Vigentes 
(SMLMV), salvo la 
competencia aquí 
establecida en materia 
penal, laboral y de 
tránsito.  

1. En materia penal
en los procesos de
conocimiento de
los jueces penales
municipales o
promiscuos
municipales:

a) Como
representantes de
la parte civil en
los
procedimientos
regidos por la Ley
600 de 2000, o
representantes de
víctimas en los
procesos
tramitados bajo la
Ley 906 de 2004,
o la norma que
haga sus veces, 
según el caso. 

b) Como defensores
o voceros en los
procesos regidos 
por la Ley 600 de 
2000 o como 
defensores en los 
procesos 
tramitados bajo la 
Ley 906 de 2004, 
o la norma que
haga sus veces, 
según el caso. 

c) En los asuntos
querellables, así

como en los 
procedimientos 
penales en los que 
conocen los 
juzgados 
municipales cuando 
actúen como jueces 
de conocimiento o 
como jueces de 
control de garantías, 
incluso si son 
juzgados 
promiscuos, sin 
perjuicio de lo 
dispuesto en la Ley 
941 de 2005;  

d) Como 
representantes del 
acusador privado en 
los términos de la 
Ley 1826 de 2017.  

2. En los 
procedimientos 
laborales, siempre y 
cuando la cuantía no 
supere los 20 
smlmv. 

3. En los 
procedimientos 
civiles de que 
conocen los jueces 
municipales en 
única instancia.  

4. En los 
procedimientos de 
jurisdicción 
voluntaria, en 
cualquier caso, para 

penales de los que 
conocen los juzgados 
municipales cuando 
actúen como jueces de 
conocimiento o como 
jueces de control de 
garantías, incluso si son 
juzgados promiscuos, sin 
perjuicio de lo dispuesto 
en la Ley 941 de 2005; 

d) Como
representantes del 
acusador privado en los 
términos de la Ley 1826 
de 2017. 

2. En materia penal
como apoderados de 
víctima en procesos de 
conocimiento de los 
jueces penales del 
circuito tramitados bajo 
la Ley 906 de 2004, o la 
norma que haga sus 
veces. 

3. En los procedimientos
laborales, siempre y 
cuando la cuantía no 
supere los 20 
smlmv. 

4. En los procedimientos
civiles de que conocen los 
jueces municipales en 
única instancia. 

como en los 
procedimientos 
penales de los que 
conocen los 
juzgados 
municipales 
cuando actúen 
como jueces de 
conocimiento o 
como jueces de 
control de 
garantías, incluso 
si son juzgados 
promiscuos, sin 
perjuicio de lo 
dispuesto en la 
Ley 941 de 2005; 

d) Como
representantes del
acusador privado
en los términos de
la Ley 1826 de
2017. 

2. En materia penal
como apoderados
de víctima en
procesos de
conocimiento de
los jueces penales
del circuito
tramitados bajo la
Ley 906 de 2004,
o la norma que
haga sus veces, 
según el caso. 

3. En los
procedimientos
laborales,
siempre y cuando
la cuantía no
supere los 20
smlmv.

los asuntos relativos 
a la emancipación y 
la adopción, el 
estudiante debe 
contar con un 
acompañamiento 
especial por parte 
del personal 
docente, el cual, 
también estará a 
cargo de la 
representación 
judicial en este tipo 
de causas.  

5. En los 
procedimientos de 
competencia de los 
jueces de familia 
en única instancia, 
y en los trámites 
administrativos 
que adelantan las 
Comisarias de 
Familia, 
Defensorías de 
Familia e 
inspecciones de 
policía, salvo los 
asuntos que versen 
sobre medidas de 
restablecimiento 
de derechos de 
niños, niñas y 
adolescentes, y 
procesos de 
adopción. Si el 
asunto versara 
sobre la patria 
potestad, el 
estudiante deberá 
contar con un 
acompañamiento 

5. En los 
procedimientos de 
jurisdicción voluntaria. 
En cualquier caso, para 
los asuntos relativos a la 
emancipación y la 
adopción, el estudiante 
deberá contar con un 
acompañamiento especial 
por parte del personal 
docente, el cual, también 
estará a cargo de la 
representación judicial en 
este tipo de causas. 

5. En los 
procedimientos de 
competencia de los jueces 
de familia en única 
instancia, y en los 
trámites administrativos 
que adelantan las 
Comisarías de Familia, 
Defensorías de Familia e 
inspecciones de policía, 
salvo los asuntos que 
versen sobre medidas de 
restablecimiento de 
derechos de niños, niñas y 
adolescentes, y procesos 
de adopción. Si el asunto 
versara sobre la patria 
potestad, el estudiante 
deberá contar con un 
acompañamiento especial 
por parte del personal 
docente, el cual, también 
estará a cargo de la 
representación judicial en 
este tipo de causas. 

4. En los
procedimientos
civiles de que
conocen los
jueces
municipales en
única instancia.

5. En los
procedimientos
de jurisdicción 
voluntaria. En 
cualquier caso, 
para los asuntos
relativos a la
emancipación y la
adopción, el
estudiante deberá
contar con un
acompañamiento
especial por parte
del personal
docente, el cual,
también estará a
cargo de la
representación
judicial en este
tipo de causas.

6. En los
procedimientos
de competencia
de los jueces de
familia en única
instancia, y en los
trámites
administrativos
que adelantan las
Comisarías de
Familia,
Defensorías de 
Familia e 
inspecciones de
policía, salvo los
asuntos que 
versen sobre 

especial por parte 
del personal 
docente, el cual, 
también estará a 
cargo de la 
representación 
judicial en este tipo 
de causas.  

6. En las 
acciones 
constitucionales de 
tutela, 
cumplimiento y 
populares.  

7. En los 
arbitrajes sociales, 
conforme a lo 
establecido en el 
artículo 117 de la 
Ley 1563 de 2012 
o la norma que
haga sus veces. 

8. En los 
siguientes asuntos 
jurisdiccionales, 
adelantados ante 
autoridades 
administrativas, 
siempre y cuando 
se puedan llevar a 
cabo en la zona de 
influencia que 
determine el 
Programa de 
Derecho 
respectivo: 

a) Ante la 
Superintendencia 
de Industria y 
Comercio: las 
acciones de 
protección al 
consumidor; 

6. En las acciones
constitucionales de 
tutela, cumplimiento y 
populares. 

7. En los arbitrajes
sociales, conforme a lo 
establecido en el artículo 
117 de la Ley 1563 de 
2012 o la norma que haga 
sus veces. 

8. En los siguientes
asuntos jurisdiccionales, 
adelantados ante 
autoridades 
administrativas, siempre 
y cuando se puedan 
llevar a cabo en la zona 
de Influencia que 
determine el Programa 
de Derecho respectivo: 

a) Ante la
Superintenden
cia de 
Industria y 
Comercio: Las
acciones de
protección al
consumidor;

medidas de 
restablecimiento 
de derechos de 
niños, niñas y 
adolescentes, y 
procesos de 
adopción. Si el 
asunto versara 
sobre la patria 
potestad, el 
estudiante deberá 
contar con un 
acompañamiento 
especial por parte 
del personal 
docente, el cual, 
también estará a 
cargo de la 
representación 
judicial en este 
tipo de causas.  

7. En las acciones
constitucionales
de tutela,
cumplimiento y
populares.

8. En los arbitrajes
sociales,
conforme a lo
establecido en el
artículo 117 de la
Ley 1563 de 2012
o la norma que
haga sus veces. 

9. En los siguientes
asuntos
jurisdiccionales,
adelantados ante
autoridades
administrativas,
siempre y cuando
se puedan llevar a
cabo en la zona de
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b) Ante la 
Superintendencia 
Financiera: la 
acción de 
Protección al 
Consumidor 
Financiero;  

c) Ante la 
Superintendencia de 
Salud: las acciones 
sobre negación de 
cobertura, 
reembolso 
económico de gastos 
médicos, y 
reconocimiento y 
pago de 
incapacidades y 
licencias.  

9. En los 
procedimientos 
disciplinarios de 
competencia de las 
personerías 
municipales y la 
Procuraduría 
General de la 
Nación, cuando sea 
imposible la 
notificación. De lo 
anterior se 
exceptúan los 
procesos contra 
funcionarios de 
elección popular, 
dirección, confianza 
y manejo.  

10. De oficio, en
los procedimientos 
de responsabilidad 

b) Ante la
Superintenden
cia Financiera:
La acción de
Protección al
Consumidor
Financiero;

c)  Ante la 
Superintendencia de 
Salud: Las acciones sobre 
negación de cobertura, 
reembolso económico de 
gastos médicos, y 
reconocimiento y pago de 
incapacidades y licencias. 

10. En los 
procedimientos 
disciplinarlos de 
competencia de las 
personerías municipales y 
la Procuraduría General 
de la Nación, cuando sea 
Imposible la notificación. 
De lo anterior se 
exceptúan los procesos 
contra funcionarios de 
elección popular, 
dirección, confianza y 
manejo. 

11. De oficio, en los
procedimientos de 
responsabilidad fiscal de 
competencia de las 
Contralorías Municipales, 
Distritales, 
Departamentales y 
General de la República, 
cuando sea imposible la 
notificación. De lo 
anterior se exceptúan los 
procesos contra 

Influencia que 
determine el 
Programa de 
Derecho 
respectivo: 

a) Ante la
Superintendencia
de Industria y
Comercio: Las 
acciones de 
protección al 
consumidor;

b) Ante la 
Superintendencia
Financiera: La 
acción de 
Protección al 
Consumidor
Financiero;

c) Ante la
Superintendencia
de Salud: Las
acciones sobre 
negación de 
cobertura,
reembolso
económico de
gastos médicos, y
reconocimiento y
pago de
incapacidades y
licencias.

10. En los
procedimientos
disciplinarlos de
competencia de
las personerías
municipales y la
Procuraduría
General de la
Nación, cuando
sea Imposible la

fiscal de 
competencia de las 
Contralorías 
Municipales, 
Distritales, 
Departamentales y 
General de la 
República, cuando 
sea imposible la 
notificación. De lo 
anterior se 
exceptúan los 
procesos contra 
funcionarios de 
elección popular, 
dirección, confianza 
y manejo.  
11. En los 
procedimientos 
administrativos de 
carácter 
sancionatorio que 
adelanten las 
autoridades 
administrativas, los 
organismos de 
control y las 
entidades 
constitucionales 
autónomas.  

12. En los asuntos
policivos 
adelantados bajo el 
trámite verbal 
abreviado ante los 
inspectores de 
policía, así como en 
los procesos 
relativos al control y 
recuperación del 
espacio público 
adelantados ante los 
entes territoriales.  

funcionarlos de elección 
popular, dirección, 
confianza y manejo. 

12. En los 
procedimientos 
administrativos de 
carácter sancionatorio 
que adelanten las

Superintendencias 
autoridades 
administrativas, los 
organismos de control y 
las entidades 
constitucionales 
autónomas. 

13. En los asuntos
policivos adelantados 
bajo el trámite verbal 
abreviado ante los 
inspectores de policía, así 
como en los procesos 
relativos al control y 
recuperación del espacio 
público adelantados ante 
los entes territoriales. 

14. En la elaboración
de derechos de petición, 
quejas y reclamaciones, 
así como el 
adelantamiento de 
actuaciones 
administrativas e 
interposición de recursos 
en sede administrativa, 
tanto en entidades 
públicas como privadas. 

15. En trámites de
beneficios 
administrativos, 
subrogados penales y 
sustitutivos de la prisión y 

notificación. De 
lo anterior se 
exceptúan los 
procesos contra 
funcionarios de 
elección popular, 
dirección, 
confianza y 
manejo.  

11. De oficio, en los
procedimientos
de
responsabilidad
fiscal de
competencia de
las Contralorías
Municipales,
Distritales,
Departamentales
y General de la
República,
cuando sea 
imposible la 
notificación. De
lo anterior se
exceptúan los
procesos contra
funcionarlos de
elección popular,
dirección,
confianza y
manejo.

12. En los
procedimientos
administrativos
de carácter
sancionatorio que
adelanten las
Superintendencia
s, autoridades
administrativas,
los organismos de
control y las
entidades

13. En la 
elaboración de 
derechos de 
petición, así como el 
adelantamiento de 
actuaciones 
administrativas e 
interposición de 
recursos en sede 
administrativa, tanto 
en entidades 
públicas como 
privadas que ejercen 
funciones públicas y 
en lo relacionado 
con estas.  

14. En trámites de
beneficios 
administrativos, 
subrogados penales 
y sustitutivos de la 
prisión y solicitudes 
de libertad, en los 
términos de la Ley 
1760 de 2015 o la 
que la sustituya.  

15. En los 
procedimientos 
contravencionales 
de tránsito, para 
asuntos cuya 
sanción no fuere 
superior a multa de 
veinte (20) salarios 
mínimos diarios 
legales vigentes.  

Parágrafo 1°. Para 
poder actuar ante las 
autoridades, los 
estudiantes inscritos 
en Consultorio 
Jurídico requieren 

solicitudes de libertad, en 
los términos de la Ley 
1760 de 2015 o la que la 
sustituya. 

16. En los 
procedimientos 
contravencionales de 
tránsito, para asuntos 
cuya sanción no fuere 
superior a multa de veinte 
(20) salarios mínimos 
diarios legales vigentes. 

Parágrafo 1°. Para poder 
actuar ante las 
autoridades, los 
estudiantes inscritos en 
Consultorio Jurídico 
requieren autorización 
expresa otorgada para 
cada caso por el director 
del consultorio, la cual se 
anexará al expediente 
respectivo, y el 
correspondiente poder. 
Las autoridades no 
podrán exigir a los 
estudiantes 
certificaciones o 
documentación diversa a 
la establecida en este 
artículo.  

En ningún caso se exigirá 
para la representación de 
terceros, la presencia o el 
acompañamiento de 
personal del Consultorio 
Jurídico a las audiencias. 
El incumplimiento de esta 
disposición por parte de 
cualquier servidor 

constitucionales 
autónomas.  

13. En los asuntos
policivos
adelantados bajo
el trámite verbal
abreviado ante los
inspectores de
policía, así como
en los procesos
relativos al 
control y 
recuperación del
espacio público
adelantados ante
los entes
territoriales.

14. En la elaboración
de derechos de
petición, quejas y
reclamaciones,
así como el
adelantamiento
de actuaciones
administrativas e
interposición de
recursos en sede
administrativa,
tanto en entidades
públicas como
privadas.

15. En trámites de
beneficios
administrativos,
subrogados
penales y
sustitutivos de la
prisión y 
solicitudes de 
libertad, en los
términos de la
Ley 1760 de 2015

autorización expresa 
otorgada para cada 
caso por el director 
del consultorio, la 
cual se anexará al 
expediente 
respectivo, y el 
correspondiente 
poder. Las 
autoridades no 
podrán exigir a los 
estudiantes 
certificaciones o 
documentación 
diversa a la 
establecida en este 
artículo.  

En ningún caso se 
exigirá para la 
representación de 
terceros, la 
presencia o el
acompañamiento de 
personal del 
Consultorio Jurídico 
a las audiencias. El 
incumplimiento de 
esta disposición por 
parte de cualquier 
servidor público será 
causal de mala 
conducta.  

Parágrafo 2°. Los 
estudiantes podrán 
ejercer la 
representación en las 
audiencias de 
conciliación 
extrajudicial y 
judicial, aún en 
aquellos eventos en 
los que el 
representado no 

público será causal de 
mala conducta.  

Parágrafo 2°. Los 
estudiantes podrán ejercer 
la representación en las 
audiencias de 
conciliación extrajudicial 
y judicial, aun en aquellos 
eventos en los que el 
representado no asista 
porque el domicilio de 
alguna de las partes no 
esté en el municipio del 
lugar donde se vaya a 
celebrar la audiencia o 
alguna de ellas se 
encuentre por fuera del 
territorio nacional, y 
siempre que se encuentre 
debidamente facultado 
para conciliar, cuando se 
deban llevar a cabo dentro 
de los asuntos 
establecidos en este 
artículo. Para armonizar 
esta facultad con el 
acceso efectivo a la 
justicia, los consultorios 
jurídicos deberán 
garantizar a los usuarios 
la continuidad en la 
prestación de los 
servicios de 
representación judicial, 
en aquellos casos en los 
que el trámite 
conciliatorio constituya 
requisito de 
procedibilidad para 
acceder a la jurisdicción y 
que el consultorio sea 
competente para 

o la que la
sustituya. 

16. En los
procedimientos
contravencionale
s de tránsito, para
asuntos cuya
sanción no fuere
superior a multa
de veinte (20)
salarios mínimos
diarios legales
vigentes.

Parágrafo 1°. Para 
poder actuar ante las 
autoridades, los 
estudiantes Inscritos en 
Consultorio Jurídico 
requieren autorización 
expresa otorgada para 
cada caso por el director 
del consultorio, la cual se 
anexará al expediente 
respectivo, y el 
correspondiente poder. 
Las autoridades no 
podrán exigir a los 
estudiantes 
certificaciones o 
documentación diversa a 
la establecida en este 
artículo.  

En ningún caso se 
exigirá para la 
representación de 
terceros, la presencia o el 
acompañamiento de 
personal del Consultorio 
Jurídico a las audiencias. 
El incumplimiento de 
esta disposición por parte 
de cualquier servidor 
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asista porque el 
domicilio de alguna 
de las partes no esté 
en el municipio del 
lugar donde se vaya 
a celebrar la 
audiencia o alguna 
de ellas se encuentre 
por fuera del 
territorio nacional, y 
siempre que se 
encuentre 
debidamente 
facultado para 
conciliar, cuando se 
deban llevar a cabo 
dentro de los asuntos 
establecidos en este 
artículo. Para 
armonizar esta 
facultad con el 
acceso efectivo a la 
justicia, los 
consultorios 
jurídicos deberán 
garantizar a los 
usuarios la 
continuidad en la 
prestación de los 
servicios de 
representación 
judicial, en aquellos 
casos en los que el 
trámite conciliatorio 
constituya requisito 
de procedibilidad 
para acceder a la 
jurisdicción y que el 
consultorio sea 
competente para 
adelantar el proceso 
judicial.  

Parágrafo 3°. Para 
facilitar el acceso a 

adelantar el proceso 
judicial. 

Parágrafo 3°. Para 
facilitar el acceso a la 
justicia conforme a los 
objetivos establecidos en 
esta ley, en las 
instalaciones donde 
funcionen los despachos 
judiciales podrán operar 
oficinas de los 
consultorios jurídicos, 
siempre y cuando se 
garanticen las 
condiciones mínimas de 
infraestructura y 
equipamiento que se 
requieran para su 
funcionamiento. 

público será causal de 
mala conducta. 

Parágrafo 2º. Los 
estudiantes podrán 
ejercer la representación 
en las audiencias de 
conciliación extrajudicial 
y judicial, aún en 
aquellos eventos en los 
que el representado no 
asista porque el domicilio 
de alguna de las partes no 
esté en el municipio del 
lugar donde se vaya a 
celebrar la audiencia o 
alguna de ellas se 
encuentre por fuera del 
territorio nacional, y 
siempre que se encuentre 
debidamente facultado 
para conciliar, cuando se 
deban llevar a cabo 
dentro de los asuntos 
establecidos en este 
artículo. Para armonizar 
esta facultad con el 
acceso efectivo a la 
justicia, los consultorios 
jurídicos deberán 
garantizar a los usuarios 
la continuidad en la 
prestación de los 
servicios de 
representación judicial, 
en aquellos casos en los 
que el trámite 
conciliatorio constituya 
requisito de 
procedibilidad para 
acceder a la jurisdicción y 
que el consultorio sea 
competente para 

la justicia conforme 
a los objetivos 
establecidos en esta 
ley, en las 
instalaciones donde 
funcionen los 
despachos judiciales 
podrán operar 
oficinas de los 
consultorios 
jurídicos, siempre y 
cuando se garanticen 
las condiciones 
mínimas de 
infraestructura y 
equipamiento que se 
requieran para su 
funcionamiento.  

adelantar el proceso 
judicial.  

Parágrafo 3°. Para 
facilitar el acceso a la 
justicia conforme a los 
objetivos establecidos en 
esta Ley, en las 
instalaciones donde 
funcionen los despachos 
judiciales podrán operar 
oficinas de los 
consultorios jurídicos, 
siempre y cuando se 
garanticen las 
condiciones mínimas de 
infraestructura y 
equipamiento que se 
requieran para su 
funcionamiento.  

ARTÍCULO 10. 
CONTINUIDAD 
EN LA 
PRESTACIÓN 
DEL SERVICIO 
Y LA 
REPRESENTACI
ÓN DE LOS 
USUARIOS. Los 
estudiantes 
inscritos en 
Consultorio 
Jurídico atenderán 
de manera 
ininterrumpida los 
procesos que se 
encuentren bajo su 
responsabilidad, la 
cual cesará en el 
momento en el que 
se realice la entrega 
formal de los 
mismos a los 

ARTÍCULO 10. 
CONTINUIDAD EN 
LA PRESTACIÓN 
DEL SERVICIO Y LA 
REPRESENTACIÓN 
DE LOS USUARIOS. 
Los estudiantes inscritos 
en Consultorio Jurídico 
atenderán de manera 
ininterrumpida los 
procesos que se 
encuentren bajo su 
responsabilidad, la cual 
cesará en el momento en 
el que se realice la 
entrega formal de los 
mismos a los estudiantes 
que los sustituirán, sin 
perjuicio de lo dispuesto 
en otras normas, de 
conformidad con lo que 
determine la Dirección 
del Consultorio Jurídico, 

Textos 
idénticos 

ARTÍCULO 10. 
CONTINUIDAD EN 
LA PRESTACIÓN 
DEL SERVICIO Y LA 
REPRESENTACIÓN 
DE LOS USUARIOS. 
Los estudiantes inscritos 
en Consultorio Jurídico 
atenderán de manera 
ininterrumpida los 
procesos que se 
encuentren bajo su 
responsabilidad, la cual 
cesará en el momento en 
el que se realice la 
entrega formal de los 
mismos a los estudiantes 
que los sustituirán, sin 
perjuicio de lo dispuesto 
en otras normas, de 
conformidad con lo que 
determine la Dirección 
del Consultorio Jurídico, 

estudiantes que los 
sustituirán, sin 
perjuicio de lo 
dispuesto en otras 
normas, de 
conformidad con lo 
que determine la 
Dirección del 
Consultorio 
Jurídico, quien 
definirá la fecha en 
que se hará la 
respectiva entrega. 

Durante los 
recesos y 
vacaciones 
académicas 
dispuestos por la 
Institución de 
Educación 
Superior, los 
estudiantes 
continuarán 
ejecutando todas 
las gestiones y 
los actos 
tendientes al 
buen desarrollo 
de los procesos. 

quien definirá la fecha 
en que se hará la 
respectiva entrega. 

Durante los recesos y 
vacaciones académicas 
dispuestos por la 
Institución de 
Educación Superior, 
los estudiantes 
continuarán ejecutando 
todas las gestiones y los 
actos tendientes al buen 
desarrollo de los 
procesos. 

quien definirá la fecha 
en que se hará la 
respectiva entrega. 

Durante los recesos y 
vacaciones académicas 
dispuestos por la 
Institución de 
Educación Superior, 
los estudiantes 
continuarán ejecutando 
todas las gestiones y los 
actos tendientes al buen 
desarrollo de los 
procesos. 

Artículo 11. 
Amparo de pobreza. 
Para efectos de la 
valoración de las 
condiciones de la 
parte solicitante, 
dentro de la decisión 
acerca del 
reconocimiento de 
amparo de pobreza, 
se presume que 
quien actúa a través 
de estudiantes de 

ARTÍCULO 11. 
AMPARO DE 
POBREZA. Para 
efectos de la valoración 
de las condiciones de la 
parte solicitante, dentro 
de la decisión acerca 
del reconocimiento de 
amparo de pobreza, se 
presume que quien 
actúa a través de 
estudiantes de 
consultorio jurídico se 

Se acoge 
texto de 
cámara 

ARTÍCULO 
11. AMPARO DE 
POBREZA. Para efectos 
de la valoración de las 
condiciones de la parte 
solicitante, dentro de la 
decisión acerca del 
reconocimiento de 
amparo de pobreza, se 
presume que quien actúa 
a través de estudiantes de 
consultorio jurídico se 
encuentra en incapacidad 

consultorio jurídico 
se encuentra en 
incapacidad de 
sufragar los gastos 
del trámite 
correspondiente, sin 
menoscabo de lo 
necesario para su 
propia subsistencia y 
las de las personas a 
quienes por ley debe 
alimentos.  

encuentra en 
incapacidad de sufragar 
los gastos del trámite 
correspondiente, sin 
menoscabo de lo 
necesario para su 
propia subsistencia y 
las de las personas a 
quienes por Ley debe 
alimentos. 

A quien se le confiera 
el amparo de pobreza 
le serán aplicables los 
efectos contemplados 
en el inciso primero 
de la Ley 1564 de 
2012, o la norma que 
haga sus veces. 

de sufragar los gastos del 
trámite correspondiente, 
sin menoscabo de lo 
necesario para su propia 
subsistencia y las de las 
personas a quienes por ley 
debe alimentos. 

ARTÍCULO 12. 
AUXILIO 
ESTUDIANTIL DE 
TRANSPORTE. Las 
Instituciones de 
Educación Superior, en el 
marco de la autonomía 
que les confiere la Ley, 
podrán otorgar auxilios 
estudiantiles de transporte 
a quienes acrediten una 
situación económica 
precaria y que por razón 
de su labor en el 
Consultorio Jurídico 
requieran transportarse a 
sedes judiciales o 
administrativas.  

Se acoge 
artículo 
nuevo de 
senado 

ARTÍCULO 12. 
AUXILIO 
ESTUDIANTIL DE 
TRANSPORTE. Las 
Instituciones de 
Educación Superior, en el 
marco de la autonomía 
que les confiere la Ley, 
podrán otorgar auxilios 
estudiantiles de transporte 
a quienes acrediten una 
situación económica 
precaria y que por razón 
de su labor en el 
Consultorio Jurídico 
requieran transportarse a 
sedes judiciales o 
administrativas.  

Artículo 12. Apoyos 
tecnológicos. Las 
Instituciones de 
Educación Superior 
implementaran 

ARTÍCULO 13. 
APOYOS 
TECNOLÓGICOS. Las 
Instituciones de 
Educación Superior 

Se acoge 
texto de 
senado 
con 
corrección 

ARTÍCULO 13. 
APOYOS 
TECNOLÓGICOS. Las 
Instituciones de 
Educación Superior 
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herramientas 
tecnológicas que 
complementen el 
aprendizaje, 
faciliten y apoyen la 
interacción virtual 
en el proceso de 
formación y en la 
labor misional del 
consultorio jurídico, 
y den lugar a la 
comunicación entre 
el consultorio 
jurídico y sus 
usuarios. 

implementaran 
herramientas 
tecnológicas que 
complementen el 
aprendizaje, faciliten y 
apoyen la interacción 
virtual en el proceso de 
formación y en la labor 
misional del consultorio 
jurídico, y den lugar a la 
comunicación entre el 
consultorio jurídico y sus 
usuarios.  

La atención virtual a los 
usuarios se impartirá en 
correspondencia con los 
principios orientadores 
y disposiciones 
aplicables contenidos en 
la Ley 1341 de 2009 o la 
norma que haga sus 
veces. Se deberá 
garantizar, en cualquier 
caso, la confidencialidad 
en la prestación del 
servicio, bajo los 
parámetros establecidos 
en el artículo 3 de esta 
Ley, así como los medios 
para poner a disposición 
del usuario la 
trazabilidad de la 
atención prestada, así 
como la documentación 
en medio digital o físico, 
según sea requerido por 
este, donde se de cuenta 
de la atención recibida y 
los resultados 
correspondientes.  

de 
redacción. 

implementaran 
herramientas 
tecnológicas que 
complementen el 
aprendizaje, faciliten y 
apoyen la interacción 
virtual en el proceso de 
formación y en la labor 
misional del consultorio 
jurídico, y den lugar a la 
comunicación entre el 
consultorio jurídico y sus 
usuarios.  

La atención virtual a los 
usuarios se impartirá en 
correspondencia con los 
principios orientadores y 
disposiciones aplicables 
contenidos en la Ley 1341 
de 2009 o la norma que 
haga sus veces. Se deberá 
garantizar, en cualquier 
caso, la confidencialidad 
en la prestación del 
servicio, bajo los 
parámetros establecidos 
en el artículo 3 de esta 
Ley, así como los medios 
para poner a disposición 
del usuario la trazabilidad 
de la atención prestada, 
así como la 
documentación en medio 
digital o físico, según sea 
requerido por este, donde 
se de cuenta de la 
atención recibida y los 
resultados 
correspondientes.  

De acuerdo con 
reglamentos de las 
instituciones de 
educación superior, los 

De acuerdo con 
reglamentos de las 
instituciones de 
educación superior, los 
consultorios jurídicos 
podrán prestar servicios 
de asesoría legal y 
pedagogía en derechos 
bajo la modalidad 
virtual, cuando las 
circunstancias así lo 
exijan, en favor de la 
población beneficiaria 
de estos servicios o 
cuando cuyo el 
domicilio de los 
beneficiarios se 
encuentre en otros 
municipios, en los que 
no exista presencia de 
consultorios jurídicos. 
Para estos efectos, se 
podrán suscribir los 
convenios 
correspondientes para 
la accesibilidad a los 
medios tecnológicos por 
parte de los usuarios con 
autoridades públicas, 
instituciones educativas 
públicas y/o privadas, 
empresas, 
organizaciones sin 
ánimo de lucro, o 
cualquier otra 
institución pública o 
privada según 
corresponda.  

consultorios jurídicos 
podrán prestar servicios 
de asesoría legal y 
pedagogía en derechos 
bajo la modalidad virtual, 
cuando las 
circunstancias así lo 
exijan, en favor de la 
población beneficiaria de 
estos servicios o cuando 
cuyo el domicilio de los 
beneficiarios se 
encuentre en otros 
municipios, en los que no 
exista presencia de 
consultorios jurídicos. 
Para estos efectos, se 
podrán suscribir los 
convenios 
correspondientes para la 
accesibilidad a los medios 
tecnológicos por parte de 
los usuarios con 
autoridades públicas, 
instituciones educativas 
públicas y/o privadas, 
empresas, organizaciones 
sin ánimo de lucro, o 
cualquier otra institución 
pública o privada según 
corresponda.  

Artículo 13. 
Retroalimentación 
de los usuarios. Los 
consultorios 
jurídicos deberán 

ARTÍCULO  14.   
RETROALIMENTAC
IÓN   DE   LOS   
USUARIOS.   Los 

consultorios jurídicos 

Se acoge 
texto de 
senado. 
Texto 
idéntico 

ARTÍCULO  14.   
RETROALIMENTAC
IÓN   DE   LOS   
USUARIOS.   Los 

consultorios jurídicos 

establecer los 
mecanismos e 
instancias que se 
consideren 
pertinentes para el 
asesoramiento, 
conocimiento y 
atención de 
inquietudes, quejas 
o reclamos por parte
de sus usuarios y de 
información al 
público. 

deberán establecer los 
mecanismos e 
instancias que se 
consideren 
pertinentes para el 
asesoramiento, 
conocimiento y 
atención de 
inquietudes, quejas o 
reclamos por parte de 
sus usuarios y de 
información al 
público. 

cambia la 
numeració
n 

deberán establecer los 
mecanismos e 
instancias que se 
consideren 
pertinentes para el 
asesoramiento, 
conocimiento y 
atención de 
inquietudes, quejas o 
reclamos por parte de 
sus usuarios y de 
información al 
público. 

Artículo 14. 
Sistema de 
información sobre 
la gestión de los 
consultorios 
jurídicos. El 
Ministerio de 
Justicia y del 
Derecho diseñará e 
implementará un 
sistema de 
información con 
fines de estricto 
rigor académico y 
organizativo, para 
apoyar la 
elaboración de 
políticas públicas y 
en aras de armonizar 
la oferta de servicios 
prestados por los 
Consultorios 
Jurídicos con la 
garantía de acceso 
efectivo a la justicia. 

Los Consultorios 
Jurídicos deberán 

ARTÍCULO 15. 
SISTEMA DE 
INFORMACIÓN 
SOBRE LA GESTIÓN 
DE LOS 
CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. El 
Ministerio de Justicia y 
del Derecho diseñará e 
implementará un sistema 
de información con fines 
de estricto rigor 
académico y 
organizativo, para apoyar 
la elaboración de políticas 
públicas y en aras de 
armonizar la oferta de 
servicios prestados por 
los Consultorios Jurídicos 
con la garantía de acceso 
efectivo a la justicia.  

Los Consultorios 
Jurídicos deberán reportar 

Se acoge 
texto de 
Senado 

ARTÍCULO 15. 
SISTEMA DE 
INFORMACIÓN 
SOBRE LA GESTIÓN 
DE LOS 
CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. El 
Ministerio de Justicia y 
del Derecho diseñará e 
implementará un sistema 
de información con fines 
de estricto rigor 
académico y 
organizativo, para apoyar 
la elaboración de políticas 
públicas y en aras de 
armonizar la oferta de 
servicios prestados por 
los Consultorios Jurídicos 
con la garantía de acceso 
efectivo a la justicia.  

Los Consultorios 
Jurídicos deberán reportar 

reportar a este 
sistema los datos 
que permitan la 
consolidación de 
información 
cuantitativa y 
cualitativa que 
determine el 
Gobierno nacional 
sobre la gestión por 
ellos adelantada, 
teniendo en cuenta 
aspectos como el 
número de 
estudiantes 
vinculados a cada 
modalidad de 
servicio ofrecido, el 
tipo de causas 
atendidas y la 
población 
beneficiaria. 

Dicho sistema de 
información 
también deberá 
garantizar un 
espacio de 
consolidación y 
divulgación de 
buenas prácticas. 

a este sistema los datos 
estadísticos, que permitan 
la consolidación de 
información cuantitativa 
y cualitativa que 
determine el Gobierno 
nacional sobre la gestión 
por ellos adelantada, 
teniendo en cuenta 
aspectos como el número 
de estudiantes vinculados 
a cada modalidad de 
servicio ofrecido, el tipo 
de causas atendidas y la 
población beneficiaria.  

La información que se 
suministre no podrá darse 
a conocer al público ni a 
las entidades u 
organismos oficiales, ni a 
las autoridades públicas, 
sino únicamente en 
resúmenes numéricos, 
que no hagan posible 
deducir de ellos 
información alguna de 
carácter individual que 
pudiera utilizarse para 
fines comerciales, de 
tributación fiscal, de 
investigación judicial o 
cualquier otro diferente a 
los establecidos en el 
presente artículo.  

Dicho sistema de 
información también 
deberá garantizar un 
espacio de consolidación 
y divulgación de buenas 
prácticas.  

a este sistema los datos 
estadísticos, que permitan 
la consolidación de 
información cuantitativa 
y cualitativa que 
determine el Gobierno 
nacional sobre la gestión 
por ellos adelantada, 
teniendo en cuenta 
aspectos como el número 
de estudiantes vinculados 
a cada modalidad de 
servicio ofrecido, el tipo 
de causas atendidas y la 
población beneficiaria.  

La información que se 
suministre no podrá darse 
a conocer al público ni a 
las entidades u 
organismos oficiales, ni a 
las autoridades públicas, 
sino únicamente en 
resúmenes numéricos, 
que no hagan posible 
deducir de ellos 
información alguna de 
carácter individual que 
pudiera utilizarse para 
fines comerciales, de 
tributación fiscal, de 
investigación judicial o 
cualquier otro diferente a 
los establecidos en el 
presente artículo.  

Dicho sistema de 
información también 
deberá garantizar un 
espacio de consolidación 
y divulgación de buenas 
prácticas.  
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Artículo 15. 
Acreditación de 
experiencia laboral. 
Del tiempo de 
servicio de los 
estudiantes de 
derecho en los 
consultorios 
jurídicos se podrán 
acreditar los últimos 
seis meses como 
experiencia laboral. 
El gobierno nacional 
reglamentará la 
materia dentro de los 
seis meses 
siguientes a la 
entrada en vigencia 
de la presente ley 

Artículo 16. El artículo 
2º de la Ley 2039 de 
2020 quedará así: 

“ARTÍCULO 2o 
Equivalencia de 
experiencias. Con el 
objeto de establecer 
incentivos educativos 
y laborales para los 
estudiantes de 
educación superior de 
pregrado y 
postgrado, educación 
técnica, tecnológica, 
universitaria, 
educación para el 
trabajo y desarrollo 
humano, formación 
profesional integral 
del SENA, escuelas 
normales superiores, 
así como toda la 
oferta de formación 
por competencias, a 
partir de la presente 
ley, las pasantías, 
prácticas, 
judicaturas, servicio 
en los consultorios 
jurídicos, monitorias, 
contratos laborales, 
contratos de 
prestación de 
servicios y la 
participación en 
grupos de 
investigación 
debidamente 
certificados por la 
autoridad 
competente, serán 
acreditables como 
experiencia 
profesional válida, 

Se acoge 
texto de 
senado 
por 
incorporar
lo ya a la 
ley 
vigente. 

Artículo 16. El artículo 
2º de la Ley 2039 de 
2020 quedará así: 

“ARTÍCULO 2o 
Equivalencia de 
experiencias. Con el 
objeto de establecer 
incentivos educativos 
y laborales para los 
estudiantes de 
educación superior de 
pregrado y 
postgrado, educación 
técnica, tecnológica, 
universitaria, 
educación para el 
trabajo y desarrollo 
humano, formación 
profesional integral 
del SENA, escuelas 
normales superiores, 
así como toda la 
oferta de formación 
por competencias, a 
partir de la presente 
ley, las pasantías, 
prácticas, 
judicaturas, servicio 
en los consultorios 
jurídicos, monitorias, 
contratos laborales, 
contratos de 
prestación de 
servicios y la 
participación en 
grupos de 
investigación 
debidamente 
certificados por la 
autoridad 
competente, serán 
acreditables como 
experiencia 
profesional válida, 

siempre y cuando su 
contenido se 
relacione 
directamente con el 
programa académico 
cursado. 

En el caso de los 
grupos de 
investigación, la 
autoridad competente 
para expedir la 
respectiva 
certificación será el 
Ministerio de 
Ciencia, Tecnología e 
Innovación al igual 
que las entidades 
públicas y privadas 
parte del Sistema 
Nacional de Ciencia, 
Tecnología e 
Innovación, SNCTeI, 
en el caso de la 
investigación 
aplicada de la 
formación 
profesional integral 
del SENA, la 
certificación será 
emitida por esta 
institución. 

El Departamento 
Administrativo de la 
Función Pública y el 
Ministerio del 
Trabajo 
reglamentarán, cada 
uno en el marco de 
sus competencias, en 
un término no 
superior a doce (12) 
meses contados a 
partir de la 

siempre y cuando su 
contenido se 
relacione 
directamente con el 
programa académico 
cursado. 

En el caso de los 
grupos de 
investigación, la 
autoridad competente 
para expedir la 
respectiva 
certificación será el 
Ministerio de 
Ciencia, Tecnología e 
Innovación al igual 
que las entidades 
públicas y privadas 
parte del Sistema 
Nacional de Ciencia, 
Tecnología e 
Innovación, SNCTeI, 
en el caso de la 
investigación 
aplicada de la 
formación 
profesional integral 
del SENA, la 
certificación será 
emitida por esta 
institución. 

El Departamento 
Administrativo de la 
Función Pública y el 
Ministerio del 
Trabajo 
reglamentarán, cada 
uno en el marco de 
sus competencias, en 
un término no 
superior a doce (12) 
meses contados a 
partir de la 

expedición de la 
presente Ley, a fin de 
establecer una tabla 
de equivalencias que 
permita convertir 
dichas experiencias 
previas a la 
obtención del título 
de pregrado en 
experiencia 
profesional válida. 
En todo caso, el valor 
asignado a la 
experiencia previa 
será menor a aquella 
experiencia posterior 
a la obtención del 
respectivo título. En 
el caso del sector de 
la Función Pública, 
las equivalencias 
deberán estar 
articuladas con el 
Decreto 1083 de 
2015, o el que haga 
sus veces. 

Parágrafo 1°. La 
experiencia previa 
solo será válida una 
vez se haya 
culminado el 
programa 
académico, aunque 
no se haya obtenido el 
respectivo título, 
siempre y cuando no 
se trate de aquellos 
casos establecidos en 
el artículo 128 de la 
Ley Estatutaria 270 
de 1996. 

Parágrafo 2°. En los 
concursos públicos 

expedición de la 
presente Ley, a fin de 
establecer una tabla 
de equivalencias que 
permita convertir 
dichas experiencias 
previas a la 
obtención del título 
de pregrado en 
experiencia 
profesional válida. 
En todo caso, el valor 
asignado a la 
experiencia previa 
será menor a aquella 
experiencia posterior 
a la obtención del 
respectivo título. En 
el caso del sector de 
la Función Pública, 
las equivalencias 
deberán estar 
articuladas con el 
Decreto 1083 de 
2015, o el que haga 
sus veces. 

Parágrafo 1°. La 
experiencia previa 
solo será válida una 
vez se haya 
culminado el 
programa 
académico, aunque 
no se haya obtenido el 
respectivo título, 
siempre y cuando no 
se trate de aquellos 
casos establecidos en 
el artículo 128 de la 
Ley Estatutaria 270 
de 1996. 

Parágrafo 2°. En los 
concursos públicos 

de mérito se deberá 
tener en cuenta la 
experiencia previa a 
la obtención del título 
profesional. En la 
valoración de la 
experiencia 
profesional requerida 
para un empleo 
público, se tendrá en 
cuenta como 
experiencia previa 
para los fines de la 
presente ley, la 
adquirida en 
desarrollo y ejercicio 
de profesiones de la 
misma área del 
conocimiento del 
empleo público. 

Parágrafo 3°. En el 
término de seis (6) 
meses contados a 
partir de la 
promulgación de la 
presente ley, el 
Ministerio de Trabajo 
reglamentará un 
esquema de 
expediente digital 
laboral que facilite a 
los trabajadores en 
general, pero 
especialmente a los 
trabajadores jóvenes 
en particular, la 
movilidad en los 
empleos, de tal forma 
que contenga, entre 
otras, las 
certificaciones 
digitales académicas 
y laborales de que 
trata este artículo. 

de mérito se deberá 
tener en cuenta la 
experiencia previa a 
la obtención del título 
profesional. En la 
valoración de la 
experiencia 
profesional requerida 
para un empleo 
público, se tendrá en 
cuenta como 
experiencia previa 
para los fines de la 
presente ley, la 
adquirida en 
desarrollo y ejercicio 
de profesiones de la 
misma área del 
conocimiento del 
empleo público. 

Parágrafo 3°. En el 
término de seis (6) 
meses contados a 
partir de la 
promulgación de la 
presente ley, el 
Ministerio de Trabajo 
reglamentará un 
esquema de 
expediente digital 
laboral que facilite a 
los trabajadores en 
general, pero 
especialmente a los 
trabajadores jóvenes 
en particular, la 
movilidad en los 
empleos, de tal forma 
que contenga, entre 
otras, las 
certificaciones 
digitales académicas 
y laborales de que 
trata este artículo. 



Página 12	 Viernes, 21 de mayo de 2021	 Gaceta del Congreso  462

Este expediente hará 
parte de Ios sistemas 
de información del 
Fondo de Solidaridad 
de Fomento al 
Empleo y Protección 
al Cesante (Fosfec) 
creado por ley 1636 
de 2013 y deberá 
cumplir las garantías 
en calidad 
informática 
contenidas en la ley 
527 de 1999. 

Parágrafo 4º. Para el 
caso del servicio en 
consultorios jurídicos, 
la experiencia máxima 
que se podrá establecer 
en la tabla de 
equivalencias será de 
seis (6) meses. 

Este expediente hará 
parte de Ios sistemas 
de información del 
Fondo de Solidaridad 
de Fomento al 
Empleo y Protección 
al Cesante (Fosfec) 
creado por ley 1636 
de 2013 y deberá 
cumplir las garantías 
en calidad 
informática 
contenidas en la ley 
527 de 1999. 

Parágrafo 4º. Para el 
caso del servicio en 
consultorios jurídicos, 
la experiencia máxima 
que se podrá establecer 
en la tabla de 
equivalencias será de 
seis (6) meses. 

Artículo 16. 
Transición 
normativa. Dentro 
del término de seis 
(6) meses a partir de 
la expedición de esta 
ley, el Gobierno 
nacional preparará 
los ajustes 
necesarios al 
contenido del 
Decreto número 
1069 de 2015, en 
particular a sus 
artículos 2.2.7.2.1, 
2.2.1.22 y 2.2.7.2.3, 
y a toda la normativa 
adicional que resulte 
pertinente, para 
armonizar sus 
contenidos con las 

ARTÍCULO 17. 
TRANSICIÓN 
NORMATIVA. 
Dentro del término de 
seis (6) meses a partir 
de la expedición de 
esta Ley, el Gobierno 
nacional hará los 
ajustes necesarios al 
contenido del 
Decreto 1069 de 
2015, en particular a 
sus artículos 
2.2.7.2.1, 2.2.1.22 y 
2.2.7.2.3, y a toda la 
normativa adicional 
que resulte 
pertinente, para 
armonizar sus 
contenidos con las 
disposiciones aquí 

Se acoge 
texto de 
senado 

ARTÍCULO 17. 
TRANSICIÓN 
NORMATIVA. 
Dentro del término de 
seis (6) meses a partir 
de la expedición de 
esta Ley, el Gobierno 
nacional hará los 
ajustes necesarios al 
contenido del 
Decreto 1069 de 
2015, en particular a 
sus artículos 
2.2.7.2.1, 2.2.1.22 y 
2.2.7.2.3, y a toda la 
normativa adicional 
que resulte 
pertinente, para 
armonizar sus 
contenidos con las 
disposiciones aquí 

disposiciones aquí 
establecidas.  

Asimismo, las 
universidades con 
facultades de 
Derecho efectuaran 
dentro de los dos (2) 
años a partir de la 
expedición de esta 
ley, los ajustes 
curriculares, 
tecnológicos, de 
personal y de 
infraestructura a que 
haya lugar, para 
armonizar la 
estructura y 
operación de sus 
consultorios 
jurídicos con el 
contenido de esta 
ley, sin que ello 
implique el 
desconocimiento de 
las autorizaciones 
para su 
funcionamiento que 
fueren expedidas 
con anterioridad a la 
expedición de esta 
ley. 

establecidas. 

Asimismo, las 
Instituciones de 
Educación Superior 
con programas de 
Derecho efectuarán 
dentro de los dos (2) 
años a partir de la 
expedición de esta 
Ley, los ajustes 
curriculares, 
tecnológicos, de 
personal y de 
infraestructura a que 
haya lugar, para 
armonizar la 
estructura y 
operación de sus 
consultorios jurídicos 
con el contenido de 
esta Ley, sin que ello 
implique el 
desconocimiento de 
las autorizaciones 
para su 
funcionamiento que 
fueren expedidas con 
anterioridad a la 
expedición de esta 
Ley. 

establecidas. 

Asimismo, las 
Instituciones de 
Educación Superior 
con programas de 
Derecho efectuarán 
dentro de los dos (2) 
años a partir de la 
expedición de esta 
Ley, los ajustes 
curriculares, 
tecnológicos, de 
personal y de 
infraestructura a que 
haya lugar, para 
armonizar la 
estructura y 
operación de sus 
consultorios jurídicos 
con el contenido de 
esta Ley, sin que ello 
implique el 
desconocimiento de 
las autorizaciones 
para su 
funcionamiento que 
fueren expedidas con 
anterioridad a la 
expedición de esta 
Ley. 

ARTICULO 18: No se 
efectuarán en materia de 
autorización y 
habilitación para su 
funcionamiento los 

Se acoge 
texto 
nuevo de 
Senado 

ARTICULO 18: No se 
efectuarán en materia de 
autorización y 
habilitación para su 
funcionamiento los 

convenios de 
consultorios jurídicos 
firmados con 
anterioridad a la 
expedición de la 
presente ley. 

convenios de 
consultorios jurídicos 
firmados con 
anterioridad a la 
expedición de la 
presente ley. 

Artículo 17. 
Vigencia. La 
presente ley entra en 
vigencia a partir de 
su publicación.  

ARTÍCULO 19. 
VIGENCIA. La 
presente Ley entra en 
vigencia a partir de su 
publicación. 

Se acoge 
texto de 
Senado. 
Texto 
idéntico 
cambia la 
numeració
n 

ARTÍCULO 19. 
VIGENCIA. La 
presente Ley entra en 
vigencia a partir de su 
publicación. 

Artículo 18. 
Derogatorias. 
Deróguense, a partir 
de la entrada en 
vigencia de esta ley, 
la Ley 583 de 2000; 
la expresión “así 
como la aprobación 
para la constitución 
de consultorios 
jurídicos prevista en 
el artículo 30 de 
dicho Decreto” 
contenida en el 
numeral 5 del 
artículo 627 del 
Código General del 
Proceso, y todas las 
disposiciones que le 
sean contrarias.  

ARTÍCULO 20. 
DEROGATORIAS. 
Deróguense, a partir 
de la entrada en 
vigencia de esta Ley, 
el artículo 1 de la 
Ley 583 de 2000; la 
expresión “así como 
la aprobación para la 
constitución de 
consultorios jurídicos 
prevista en el artículo 
30 de dicho Decreto” 
contenida en el 
numeral 5 del artículo 
627 de la Ley 1564 de 
2012, y todas las 
disposiciones que le 
sean contrarias. 

Se acoge 
texto de 
senado 

ARTÍCULO 20. 
DEROGATORIAS. 
Deróguense, a partir 
de la entrada en 
vigencia de esta Ley, 
el artículo 1 de la 
Ley 583 de 2000; la 
expresión “así como 
la aprobación para la 
constitución de 
consultorios jurídicos 
prevista en el artículo 
30 de dicho Decreto” 
contenida en el 
numeral 5 del artículo 
627 de la Ley 1564 de 
2012, y todas las 
disposiciones que le 
sean contrarias. 

De conformidad con lo anterior, los Senadores y Representantes a la Cámara firmantes, 
integrantes de la Comisión de Conciliación designada, solicitamos a las Honorables 
Plenarias del Senado de la República y de la Cámara de Representantes aprobar el texto 
conciliado del Proyecto de Ley No. 275 de 2019 senado- 07 de 2019 cámara “Por medio 
del cual se regula el funcionamiento de los consultorios jurídicos de las instituciones de 
educación superior” como se propone en este documento.  

De los Honorables Congresistas, 

EDWARD DAVID RODRIGUEZ RODRIGUEZ 
REPRESENTANTE A LA CÁMARA POR 

BOGOTÁ D.C. 

MIGUEL ANGEL PINTO HERNANDEZ 
SENADOR DE LA REPÚBLICA 

TEXTO CONCILIADO PROPUESTO 

Proyecto de ley No. 275 de 2019 senado- 07 de 2019 cámara “Por medio del cual se 
regula el funcionamiento de los consultorios jurídicos de las instituciones de educación 

superior. El Congreso de la República 
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DECRETA: 

ARTÍCULO 1°. OBJETO. El objeto de esta ley es establecer el marco normativo por medio 
del cual se regula la práctica del Consultorio Jurídico de las Instituciones de Educación 
Superior.  

ARTÍCULO 2°. DEFINICIÓN. El Consultorio Jurídico es un escenario de aprendizaje 
práctico de las Instituciones de Educación Superior, autorizado en los términos de esta ley, 
en el cual los estudiantes de los programas de Derecho, bajo la supervisión, la guía y la 
coordinación del personal docente y administrativo que apoya el ejercicio académico, 
adquieren conocimientos y desarrollan competencias, habilidades y valores éticos para el 
ejercicio de la profesión de abogado, prestando el servicio obligatorio y gratuito de asistencia 
jurídica a la población establecida en la presente ley. 

ARTÍCULO 3°. PRINCIPIOS. El Consultorio Jurídico estará orientado bajo los siguientes 
principios generales: 

1. Educación Jurídica Práctica. El Consultorio Jurídico garantiza procesos de
aprendizaje a partir del acercamiento de los estudiantes a las personas en condición
de vulnerabilidad, la sociedad, las necesidades jurídicas que enfrentan y los contextos
en que se desarrollan, al igual que fomenta el desarrollo de estrategias y de acciones
de defensa de sus derechos dentro de estándares de innovación, calidad y actualidad,
colaborando con la administración de justicia y asegurando el cumplimiento del
derecho de acceso a la justicia.

2. Autonomía Universitaria. Sin perjuicio de las disposiciones establecidas en el
contenido de esta ley, se reconoce la autonomía de las instituciones de educación
superior, las cuales cuentan con las competencias para regular todos los aspectos
relativos al funcionamiento, administración y reglamento de los consultorios
jurídicos, así como la correspondencia entre estos aspectos y el contenido de sus
Proyectos Educativos Institucionales y Proyectos Educativos de Programa.

3. Formación Integral. El Consultorio Jurídico constituye un escenario idóneo para la
formación académica, profesional, técnica, humana, social y ética del abogado,
permitiendo a los estudiantes de Derecho adquirir, mediante experiencias propias del
ejercicio de la profesión, los saberes y habilidades necesarias y esperados para el
ejercicio de la abogacía.

4. Interés general. El Consultorio Jurídico busca la defensa del interés general, su
armonización con los intereses particulares y con los fines del Estado Social de
Derecho, propendiendo por la justicia y la equidad en la sociedad.

5. Función social. El Consultorio Jurídico orienta su acción a la defensa de derechos de
sujetos de especial protección constitucional y personas naturales que carezcan de
medios económicos para contratar los servicios de un profesional en Derecho, o en

general personas o grupos que, por sus circunstancias especiales, se encuentren en 
situación de vulnerabilidad o indefensión, en los términos establecidos en la presente 
ley. 

6. Progresividad. Las prácticas jurídicas formativas que se desarrollan en el
Consultorio Jurídico se articulan de manera progresiva con el currículo diseñado y
acogido por la Institución de Educación Superior y el programa de acuerdo con su
naturaleza, modalidad y metodología.

7. Gratuidad. El Consultorio Jurídico presta servicios jurídicos gratuitos en favor de
las personas beneficiadas que se definen en esta ley. Los gastos necesarios para el
impulso procesal y las costas judiciales en los trámites que apliquen serán asumidos
por el usuario y en ningún caso los asumirá el estudiante.

8. Inclusión. El Consultorio Jurídico garantiza los ajustes razonables necesarios para
asegurar que los estudiantes, docentes y las personas beneficiarias de sus servicios
puedan tener acceso y participar activamente en ellos, en igualdad de condiciones.
Así mismo, fomenta en los estudiantes una perspectiva de igualdad, respeto por la
diversidad e inclusión.

9. Accesibilidad. El Consultorio Jurídico asegura a todos los estudiantes, docentes y
usuarios el acceso en igualdad de condiciones al entorno físico, la información y las
comunicaciones relacionadas con la prestación de sus servicios, y establece
parámetros que les permitan acceder a servicios no presenciales. En relación con los
usuarios de la administración de justicia, facilitan, en la medida de sus posibilidades
y conforme a lo que se determine en los reglamentos de las instituciones de educación
superior, que los sujetos procesales puedan acceder en sus sedes a las actuaciones
virtuales.

10. Confidencialidad. Los miembros del Consultorio Jurídico no podrán revelar o
utilizar la información suministrada por quienes solicitan la prestación de sus
servicios, a menos que hayan recibido del solicitante autorización escrita para ello, o
que tengan necesidad de hacer revelaciones para evitar la comisión de un delito.

11. Calidad. Cada Universidad fijará los estándares que garanticen la calidad y eficiencia
en la prestación del servicio en el correspondiente consultorio jurídico y centro de
conciliación.

ARTÍCULO 4°. OBJETIVOS. El Consultorio Jurídico garantiza los siguientes objetivos: 

1. Formación Práctica. Fortalecer el proceso educativo interdisciplinar de los estudiantes
de los programas de Derecho mediante la articulación de la teoría y la práctica a partir
de casos reales con un enfoque humanístico y ético.

2. Acceso a la justicia. Contribuir a que las personas beneficiarias de sus servicios
accedan a la asesoría jurídica, la conciliación extrajudicial en derecho, la

representación judicial y extrajudicial, la pedagogía en derechos y el ejercicio del 
litigio estratégico de interés público.  

3. Proyección social. Generar conciencia acerca de la responsabilidad y función social
que comporta el ejercicio de la abogacía, en cuyo desarrollo se debe actuar como
agente activo en la reducción de la desigualdad y el alcance de la equidad social.

4. Innovación jurídica. Propiciar, a través de la Institución de Educación Superior, el
conocimiento científico, reflexivo e innovador del Derecho, contribuyendo a su vez
con la transformación digital para el fortalecimiento de su ejercicio, atendiendo a las
realidades contemporáneas de interés para el campo jurídico y que tengan impacto
sobre el contexto socioeconómico de las comunidades donde ostenta influencia la
facultad de derecho.

5. Resolución de conflictos: Impulsar los diferentes métodos de solución de conflictos
y la justicia restaurativa, como herramientas encaminadas a la autocomposición de
las controversias que se suscitan en el marco de la convivencia social.

ARTÍCULO 5°. CREACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. Las Instituciones de Educación Superior con Programa de Pregrado en 
Derecho tendrán un Consultorio Jurídico que para su funcionamiento requerirá aprobación 
del Ministerio de Justicia y del Derecho, en los términos que establezca la reglamentación 
correspondiente.  
De manera permanente, los Consultorios Jurídicos deberán garantizar las condiciones de 
funcionamiento conforme a las disposiciones que establezca el Gobierno nacional. El 
Ministerio de Justicia y del Derecho será el encargado de ejercer el control y la vigilancia 
sobre los mismos.  
Parágrafo Transitorio. El Gobierno nacional reglamentará la materia dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Hasta tanto no se expida el reglamento 
respectivo, el trámite de aprobación de funcionamiento de los Consultorios Jurídicos se 
adelantará ante el Consejo Superior de la Judicatura. 

ARTÍCULO 6°. SERVICIOS DE LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS. Los 
Consultorios Jurídicos prestarán servicios de asesoría jurídica, conciliación extrajudicial en 
derecho, representación judicial y extrajudicial, adelantamiento de actuaciones 
administrativas e interposición de recursos en sede administrativa y pedagogía en derechos. 
Así mismo, podrán prestar servicios de conciliación en equidad, mediación, mecanismos de 
justicia restaurativa y litigio estratégico de interés público, así como todos aquellos otros 
servicios que guarden relación y permitan el cumplimiento de los principios y objetivos 
establecidos en esta ley. 
Estos servicios se prestarán por conducto de los estudiantes de Derecho, bajo la guía, 
supervisión y control del Consultorio Jurídico, el cual se podrá cursar a partir de la 
aprobación de por lo menos la mitad de los créditos académicos del plan de estudios y en 
cualquier caso hasta su finalización, cumpliendo con los requisitos que establezca cada 

institución de educación superior conforme a los principios de autonomía y progresividad 
previstos en la presente ley. 
La prestación de los servicios en el consultorio jurídico por parte de los estudiantes no podrá 
ser menor a dos ni exceder de cinco semestres. En aplicación de los principios de autonomía 
y progresividad consagrados en la presente ley, cada institución de educación superior 
definirá dentro de ese rango el tiempo de prestación de los diferentes servicios a cargo de los 
estudiantes de los consultorios. Con todo, los estudiantes ejercerán las funciones de 
representación de terceros consagradas en el artículo 9 de esta Ley a partir de la aprobación 
de todas las asignaturas habilitantes para este efecto según el respectivo Programa de Derecho 
y por lo menos durante dos semestres, para lo cual los consultorios propiciarán las 
condiciones necesarias para la prestación efectiva de este servicio.  
El Consultorio Jurídico, como componente de la formación práctica del estudiante de derecho 
y que hará parte integral del currículo, en ningún caso será susceptible de omisión, 
homologación, convalidación o sustitución.  
Parágrafo 1°. Para los efectos de esta ley, se entiende por litigio estratégico de interés 
público las acciones jurídicas encaminadas a lograr un efecto significativo en las políticas 
públicas, la legislación y la sociedad civil, a través de la garantía de los derechos. El litigio 
estratégico de interés público lo podrán adelantar los consultorios jurídicos mediante el 
empleo del modelo pedagógico de las clínicas jurídicas o el desarrollo de otras estrategias 
pedagógicas que promuevan la integración entre la investigación aplicada y el desarrollo de 
acciones jurídicas para lograr un resultado de alto impacto social. 
Parágrafo 2°. No estarán obligados a prestar el servicio de representación a terceros los 
estudiantes que certifiquen que desempeñan labores en áreas jurídicas en el sector público. 
La institución de educación superior podrá disponer que tales estudiantes desarrollen su 
práctica en el Consultorio Jurídico prescindiendo de la representación de terceros y a través 
de los demás servicios prestados por este, estableciendo las respectivas fórmulas para 
compensar las cargas de trabajo en relación con aquellos estudiantes que sí deban prestar la 
representación de terceros. 
No obstante lo anterior, los estudiantes que, bajo las condiciones expresadas en el inciso 
anterior, opten por ejercer la representación a terceros, no podrán actuar contra la Nación, el 
departamento, el distrito o el municipio, según la esfera administrativa a la que pertenezca la 
entidad a la cual presten sus servicios. La entidad deberá otorgar los permisos a que haya 
lugar, sin perjuicio de las compensaciones que se establezcan internamente para el efecto. 
Parágrafo 3°. Para la prestación del servicio de conciliación extrajudicial en derecho, los 
consultorios jurídicos deberán organizar su propio centro de conciliación, conforme a los 
parámetros legales y reglamentarios de creación, funcionamiento y supervisión que regulan 
la materia. Los consultorios jurídicos también podrán crear y poner en funcionamiento 
centros de conciliación en equidad, mediación y justicia restaurativa o disponer de espacios 
o escenarios para la prestación de sus servicios, según lo estime pertinente cada Institución
de Educación Superior. 

ARTÍCULO 7°. PRESTACIÓN DEL SERVICIO. Los servicios de asesoría jurídica y 
pedagogía en derecho propios del Consultorio Jurídico podrán prestarse a entidades públicas 
o privadas, en las áreas pro bono de firmas de abogados, en despachos judiciales, notarías,
organismos internacionales, organizaciones no gubernamentales, cajas de compensación 
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familiar, centros de conciliación y centros de mediación y conciliación en equidad, cuando 
tales servicios sean en provecho de los beneficiarios y con el alcance indicado en el artículo  
siguiente, y previa suscripción de convenios o acuerdos, bajo la verificación permanente por 
parte de la institución de educación superior de la connotación jurídica y de los beneficiarios 
de las actividades realizadas. 
Parágrafo. La prestación de los servicios indicados en este artículo, no comportará bajo 
ninguna circunstancia la prestación del servicio de representación a terceros consagradas en 
el artículo 9 de esta ley. 

ARTÍCULO 8°. BENEFICIARIOS DE LOS SERVICIOS. Los Consultorios Jurídicos 
prestarán servicios de asesoría jurídica y litigio estratégico de interés público a sujetos de 
especial protección constitucional, a personas naturales que carezcan de medios económicos 
para contratar los servicios de un profesional en Derecho, y en general a personas o grupos 
que, por sus circunstancias especiales, se encuentren en situación de vulnerabilidad o 
indefensión, cuando se trate de asuntos íntimamente ligados con su condición. 
Los demás servicios a cargo del Consultorio Jurídico solo se prestarán a personas naturales 
que carezcan de medios económicos para contratar los servicios de un profesional en 
Derecho, previa evaluación de la situación socioeconómica particular de los usuarios que los 
solicitan, conforme a los criterios establecidos por la Institución de Educación Superior en el 
marco de su autonomía. 
En caso de encontrar improcedente la atención a un usuario, el consultorio jurídico le deberá 
informar acerca de dicha determinación. 
Parágrafo. En ningún caso el valor de la pretensión podrá ser tenido en cuenta como factor 
de evaluación de la situación socioeconómica del usuario. 

ARTÍCULO 9°. COMPETENCIA GENERAL PARA LA REPRESENTACIÓN DE 
TERCEROS. Para el ejercicio de la representación de terceros determinados como personas 
beneficiadas del servicio en los términos de esta ley, los estudiantes, bajo la supervisión, la 
guía y el control del Consultorio Jurídico, podrán actuar en los casos establecidos en este 
artículo, siempre y cuando la cuantía no supere los 50 Salarios Mínimos Legales Mensuales 
Vigentes (SMLMV), salvo la competencia aquí establecida en materia penal, laboral y de 
tránsito.  

17. En materia penal en los procesos de conocimiento de los jueces penales municipales
o promiscuos municipales:

e) Como representantes de la parte civil en los procedimientos regidos por la Ley 600
de 2000, o representantes de víctimas en los procesos tramitados bajo la Ley 906 de
2004, o la norma que haga sus veces, según el caso.

f) Como defensores o voceros en los procesos regidos por la Ley 600 de 2000 o como
defensores en los procesos tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o la norma que haga
sus veces, según el caso.

g) En los asuntos querellables, así como en los procedimientos penales de los que
conocen los juzgados municipales cuando actúen como jueces de conocimiento o
como jueces de control de garantías, incluso si son juzgados promiscuos, sin perjuicio
de lo dispuesto en la Ley 941 de 2005;

h) Como representantes del acusador privado en los términos de la Ley 1826 de 2017.

18. En materia penal como apoderados de víctima en procesos de conocimiento de los
jueces penales del circuito tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o la norma que haga
sus veces, según el caso.

19. En los procedimientos laborales, siempre y cuando la cuantía no supere los 20 smlmv.
20. En los procedimientos civiles de que conocen los jueces municipales en única

instancia.
21. En los procedimientos de jurisdicción voluntaria. En cualquier caso, para los asuntos

relativos a la emancipación y la adopción, el estudiante deberá contar con un
acompañamiento especial por parte del personal docente, el cual, también estará a
cargo de la representación judicial en este tipo de causas.

22. En los procedimientos de competencia de los jueces de familia en única instancia, y
en los trámites administrativos que adelantan las Comisarías de Familia, Defensorías
de Familia e inspecciones de policía, salvo los asuntos que versen sobre medidas de
restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes, y procesos de adopción.
Si el asunto versara sobre la patria potestad, el estudiante deberá contar con un
acompañamiento especial por parte del personal docente, el cual, también estará a
cargo de la representación judicial en este tipo de causas.

23. En las acciones constitucionales de tutela, cumplimiento y populares.
24. En los arbitrajes sociales, conforme a lo establecido en el artículo 117 de la Ley 1563

de 2012 o la norma que haga sus veces.
25. En los siguientes asuntos jurisdiccionales, adelantados ante autoridades

administrativas, siempre y cuando se puedan llevar a cabo en la zona de Influencia
que determine el Programa de Derecho respectivo:

d) Ante la Superintendencia de Industria y Comercio: Las acciones de protección al
consumidor;

e) Ante la Superintendencia Financiera: La acción de Protección al Consumidor
Financiero;

f) Ante la Superintendencia de Salud: Las acciones sobre negación de cobertura,
reembolso económico de gastos médicos, y reconocimiento y pago de incapacidades
y licencias.

26. En los procedimientos disciplinarlos de competencia de las personerías municipales
y la Procuraduría General de la Nación, cuando sea Imposible la notificación. De lo
anterior se exceptúan los procesos contra funcionarios de elección popular, dirección,
confianza y manejo.

27. De oficio, en los procedimientos de responsabilidad fiscal de competencia de las
Contralorías Municipales, Distritales, Departamentales y General de la República,
cuando sea imposible la notificación. De lo anterior se exceptúan los procesos contra
funcionarlos de elección popular, dirección, confianza y manejo.

28. En los procedimientos administrativos de carácter sancionatorio que adelanten las
Superintendencias, autoridades administrativas, los organismos de control y las
entidades constitucionales autónomas.

29. En los asuntos policivos adelantados bajo el trámite verbal abreviado ante los
inspectores de policía, así como en los procesos relativos al control y recuperación
del espacio público adelantados ante los entes territoriales.

30. En la elaboración de derechos de petición, quejas y reclamaciones, así como el
adelantamiento de actuaciones administrativas e interposición de recursos en sede
administrativa, tanto en entidades públicas como privadas.

31. En trámites de beneficios administrativos, subrogados penales y sustitutivos de la
prisión y solicitudes de libertad, en los términos de la Ley 1760 de 2015 o la que la
sustituya.

32. En los procedimientos contravencionales de tránsito, para asuntos cuya sanción no
fuere superior a multa de veinte (20) salarios mínimos diarios legales vigentes.

Parágrafo 1°. Para poder actuar ante las autoridades, los estudiantes Inscritos en Consultorio 
Jurídico requieren autorización expresa otorgada para cada caso por el director del 
consultorio, la cual se anexará al expediente respectivo, y el correspondiente poder. Las 
autoridades no podrán exigir a los estudiantes certificaciones o documentación diversa a la 
establecida en este artículo.  
En ningún caso se exigirá para la representación de terceros, la presencia o el 
acompañamiento de personal del Consultorio Jurídico a las audiencias. El incumplimiento 
de esta disposición por parte de cualquier servidor público será causal de mala conducta. 
Parágrafo 2º. Los estudiantes podrán ejercer la representación en las audiencias de 
conciliación extrajudicial y judicial, aún en aquellos eventos en los que el representado no 
asista porque el domicilio de alguna de las partes no esté en el municipio del lugar donde se 
vaya a celebrar la audiencia o alguna de ellas se encuentre por fuera del territorio nacional, y 
siempre que se encuentre debidamente facultado para conciliar, cuando se deban llevar a 
cabo dentro de los asuntos establecidos en este artículo. Para armonizar esta facultad con el 
acceso efectivo a la justicia, los consultorios jurídicos deberán garantizar a los usuarios la 
continuidad en la prestación de los servicios de representación judicial, en aquellos casos en 
los que el trámite conciliatorio constituya requisito de procedibilidad para acceder a la 
jurisdicción y que el consultorio sea competente para adelantar el proceso judicial.  
Parágrafo 3°. Para facilitar el acceso a la justicia conforme a los objetivos establecidos en 
esta Ley, en las instalaciones donde funcionen los despachos judiciales podrán operar 
oficinas de los consultorios jurídicos, siempre y cuando se garanticen las condiciones 
mínimas de infraestructura y equipamiento que se requieran para su funcionamiento.  

ARTÍCULO 10. CONTINUIDAD EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO Y LA 
REPRESENTACIÓN DE LOS USUARIOS. Los estudiantes inscritos en Consultorio 
Jurídico atenderán de manera ininterrumpida los procesos que se encuentren bajo su 
responsabilidad, la cual cesará en el momento en el que se realice la entrega formal de los 
mismos a los estudiantes que los sustituirán, sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, de 
conformidad con lo que determine la Dirección del Consultorio Jurídico, quien definirá la 
fecha en que se hará la respectiva entrega. 
Durante los recesos y vacaciones académicas dispuestos por la Institución de Educación 
Superior, los estudiantes continuarán ejecutando todas las gestiones y los actos tendientes al 
buen desarrollo de los procesos. 

ARTÍCULO 11. AMPARO DE POBREZA. Para efectos de la valoración de las 
condiciones de la parte solicitante, dentro de la decisión acerca del reconocimiento de amparo 
de pobreza, se presume que quien actúa a través de estudiantes de consultorio jurídico se 

encuentra en incapacidad de sufragar los gastos del trámite correspondiente, sin menoscabo 
de lo necesario para su propia subsistencia y las de las personas a quienes por ley debe 
alimentos. 

ARTÍCULO 12. AUXILIO ESTUDIANTIL DE TRANSPORTE. Las Instituciones de 
Educación Superior, en el marco de la autonomía que les confiere la Ley, podrán otorgar 
auxilios estudiantiles de transporte a quienes acrediten una situación económica precaria y 
que por razón de su labor en el Consultorio Jurídico requieran transportarse a sedes judiciales 
o administrativas.

ARTÍCULO 13. APOYOS TECNOLÓGICOS. Las Instituciones de Educación Superior 
implementaran herramientas tecnológicas que complementen el aprendizaje, faciliten y 
apoyen la interacción virtual en el proceso de formación y en la labor misional del consultorio 
jurídico, y den lugar a la comunicación entre el consultorio jurídico y sus usuarios.  
La atención virtual a los usuarios se impartirá en correspondencia con los principios 
orientadores y disposiciones aplicables contenidos en la Ley 1341 de 2009 o la norma que 
haga sus veces. Se deberá garantizar, en cualquier caso, la confidencialidad en la prestación 
del servicio, bajo los parámetros establecidos en el artículo 3 de esta Ley, así como los medios 
para poner a disposición del usuario la trazabilidad de la atención prestada, así como la 
documentación en medio digital o físico, según sea requerido por este, donde se de cuenta de 
la atención recibida y los resultados correspondientes.  
De acuerdo con reglamentos de las instituciones de educación superior, los consultorios 
jurídicos podrán prestar servicios de asesoría legal y pedagogía en derechos bajo la 
modalidad virtual, cuando las circunstancias así lo exijan, en favor de la población 
beneficiaria de estos servicios o cuando el domicilio de los beneficiarios se encuentre en otros 
municipios, en los que no exista presencia de consultorios jurídicos. Para estos efectos, se 
podrán suscribir los convenios correspondientes para la accesibilidad a los medios 
tecnológicos por parte de los usuarios con autoridades públicas, instituciones educativas 
públicas y/o privadas, empresas, organizaciones sin ánimo de lucro, o cualquier otra 
institución pública o privada según corresponda. 

ARTÍCULO  14.   RETROALIMENTACIÓN   DE   LOS   USUARIOS.   Los 
Consultorios jurídicos deberán establecer los mecanismos e instancias que se consideren 
pertinentes para el asesoramiento, conocimiento y atención de inquietudes, quejas o reclamos 
por parte de sus usuarios y de información al público. 

ARTÍCULO 15. SISTEMA DE INFORMACIÓN SOBRE LA GESTIÓN DE LOS 
CONSULTORIOS JURÍDICOS. El Ministerio de Justicia y del Derecho diseñará e 
implementará un sistema de información con fines de estricto rigor académico y organizativo, 
para apoyar la elaboración de políticas públicas y en aras de armonizar la oferta de servicios 
prestados por los Consultorios Jurídicos con la garantía de acceso efectivo a la justicia.  
Los Consultorios Jurídicos deberán reportar a este sistema los datos estadísticos, que 
permitan la consolidación de información cuantitativa y cualitativa que determine el 
Gobierno nacional sobre la gestión por ellos adelantada, teniendo en cuenta aspectos como 
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el número de estudiantes vinculados a cada modalidad de servicio ofrecido, el tipo de causas 
atendidas y la población beneficiaria.  
La información que se suministre no podrá darse a conocer al público ni a las entidades u 
organismos oficiales, ni a las autoridades públicas, sino únicamente en resúmenes numéricos, 
que no hagan posible deducir de ellos información alguna de carácter individual que pudiera 
utilizarse para fines comerciales, de tributación fiscal, de investigación judicial o cualquier 
otro diferente a los establecidos en el presente artículo.  
Dicho sistema de información también deberá garantizar un espacio de consolidación y 
divulgación de buenas prácticas. 

Artículo 16. El artículo 2º de la Ley 2039 de 2020 quedará así: 
“ARTÍCULO 2o Equivalencia de experiencias. Con el objeto de establecer incentivos 
educativos y laborales para los estudiantes de educación superior de pregrado y postgrado, 
educación técnica, tecnológica, universitaria, educación para el trabajo y desarrollo 
humano, formación profesional integral del SENA, escuelas normales superiores, así como 
toda la oferta de formación por competencias, a partir de la presente ley, las pasantías, 
prácticas, judicaturas, servicio en los consultorios jurídicos, monitorias, contratos 
laborales, contratos de prestación de servicios y la participación en grupos de investigación 
debidamente certificados por la autoridad competente, serán acreditables como experiencia 
profesional válida, siempre y cuando su contenido se relacione directamente con el 
programa académico cursado. 

En el caso de los grupos de investigación, la autoridad competente para expedir la respectiva 
certificación será el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación al igual que las 
entidades públicas y privadas parte del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, SNCTeI, en el caso de la investigación aplicada de la formación profesional 
integral del SENA, la certificación será emitida por esta institución. 

El Departamento Administrativo de la Función Pública y el Ministerio del Trabajo 
reglamentarán, cada uno en el marco de sus competencias, en un término no superior a doce 
(12) meses contados a partir de la expedición de la presente Ley, a fin de establecer una 
tabla de equivalencias que permita convertir dichas experiencias previas a la obtención del 
título de pregrado en experiencia profesional válida. En todo caso, el valor asignado a la 
experiencia previa será menor a aquella experiencia posterior a la obtención del respectivo 
título. En el caso del sector de la Función Pública, las equivalencias deberán estar 
articuladas con el Decreto 1083 de 2015, o el que haga sus veces. 

Parágrafo 1°. La experiencia previa solo será válida una vez se haya culminado el programa 
académico, aunque no se haya obtenido el respectivo título, siempre y cuando no se trate de 
aquellos casos establecidos en el artículo 128 de la Ley Estatutaria 270 de 1996. 

Parágrafo 2°. En los concursos públicos de mérito se deberá tener en cuenta la experiencia 
previa a la obtención del título profesional. En la valoración de la experiencia profesional 
requerida para un empleo público, se tendrá en cuenta como experiencia previa para los 

fines de la presente ley, la adquirida en desarrollo y ejercicio de profesiones de la misma 
área del conocimiento del empleo público. 

Parágrafo 3°. En el término de seis (6) meses contados a partir de la promulgación de la 
presente ley, el Ministerio de Trabajo reglamentará un esquema de expediente digital 
laboral que facilite a los trabajadores en general, pero especialmente a los trabajadores 
jóvenes en particular, la movilidad en los empleos, de tal forma que contenga, entre otras, 
las certificaciones digitales académicas y laborales de que trata este artículo. Este 
expediente hará parte de Ios sistemas de información del Fondo de Solidaridad de Fomento 
al Empleo y Protección al Cesante (Fosfec) creado por ley 1636 de 2013 y deberá cumplir 
las garantías en calidad informática contenidas en la ley 527 de 1999. 
Parágrafo 4º. Para el caso del servicio en consultorios jurídicos, la experiencia máxima que 
se podrá establecer en la tabla de equivalencias será de seis (6) meses.” 

ARTÍCULO 17. TRANSICIÓN NORMATIVA. Dentro del término de seis (6) meses a 
partir de la expedición de esta Ley, el Gobierno nacional hará los ajustes necesarios al 
contenido del Decreto 1069 de 2015, en particular a sus artículos 2.2.7.2.1, 2.2.1.22 y 
2.2.7.2.3, y a toda la normativa adicional que resulte pertinente, para armonizar sus 
contenidos con las disposiciones aquí establecidas. 
Asimismo, las Instituciones de Educación Superior con programas de Derecho efectuarán 
dentro de los dos (2) años a partir de la expedición de esta Ley, los ajustes curriculares, 
tecnológicos, de personal y de infraestructura a que haya lugar, para armonizar la estructura 
y operación de sus consultorios jurídicos con el contenido de esta Ley, sin que ello implique 
el desconocimiento de las autorizaciones para su funcionamiento que fueren expedidas con 
anterioridad a la expedición de esta Ley. 

ARTICULO 18. No se efectuarán en materia de autorización y habilitación para su 
funcionamiento los convenios de consultorios jurídicos firmados con anterioridad a la 
expedición de la presente ley. 

ARTÍCULO 19. VIGENCIA. La presente Ley entra en vigencia a partir de su publicación. 

ARTÍCULO 20. DEROGATORIAS. Deróguense, a partir de la entrada en vigencia de esta 
Ley, el artículo 1 de la Ley 583 de 2000; la expresión “así como la aprobación para la 
constitución de consultorios jurídicos prevista en el artículo 30 de dicho Decreto” contenida 
en el numeral 5 del artículo 627 de la Ley 1564 de 2012, y todas las disposiciones que le sean 
contrarias. 

EDWARD DAVID RODRIGUEZ 
RODRIGUEZ 

REPRESENTANTE A LA CÁMARA POR 
BOGOTÁ D.C. 

MIGUEL ANGEL PINTO HERNANDEZ 
SENADOR DE LA REPÚBLICA 

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE EN SENADO  

DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 125 DE 2020 SENADO

por el cual se dictan normas para la prestación de servicios personales del talento humano en el sector de la salud.

Bogotá, D.C.  12 de mayo de 2021 

 

Honorable Senador 
JOSE RITTER LOPEZ PEÑA 
Presidente de la Comisión Séptima Constitucional Permanente 
Senado de la República 
Ciudad. 

Asunto: Informe de ponencia positiva para Primer Debate en Senado del Proyecto 
de Ley No. 125 de 2020 Senado “POR EL CUAL SE DICTAN NORMAS PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PERSONALES DEL TALENTO HUMANO EN EL 
SECTOR DE LA SALUD” 

Señor presidente, en cumplimiento de lo dispuesto por la Ley 5ª de 1992 y 
respondiendo a la designación hecha por la Mesa Directiva como autor y 
coordinador ponente de esta iniciativa, rindo informe de ponencia para primer 
debate del proyecto de ley N°. 125 DE 2020 SENADO “POR EL CUAL SE DICTAN 
NORMAS PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PERSONALES DEL 
TALENTO HUMANO EN EL SECTOR DE LA SALUD” 

La presente ponencia se desarrollará de la siguiente manera: 

1. Trámite de la iniciativa 

2. Objeto del proyecto 

3. Necesidad y conveniencia 

4. Situación actual de la prestación de servicios de los trabajadores de la salud. 

5. Conclusión. 

6.Texto propuesto para primer debate en Comisión Séptima del Senado de la 
República. 

1. TRÁMITE DE LA INICIATIVA. 

El Proyecto de Ley fue radicado en el Senado de la República el 21 de julio de 2020 
por los Honorable Senadores Armando Alberto Benedetti Villaneda, Luis Fernando 
Velasco Chaves, Jorge Enrique Robledo Castillo, Iván Cepeda Castro, Julián Gallos 
Cubillos, José Aulo Polo Narváez, Sandra Liliana Ortiz Novoa, HH.RR: Cesar 
Augusto Ortiz Zorro, León Freddy Muñoz Lopera, Wilmer Leal Pérez, Abel David 
Jaramillo, Oscar Camilo Arango, Oswaldo Arcos Benavides, Jaime Rodríguez 
Contreras, Katherine Miranda Peña, Jorge Alberto Gómez, Fabián Diaz Plata, 
Crisanto Piso Mazabuel, Franklin Lozano de la Ossa, Teresa Enríquez Rosero, 
Rodrigo Rojas Lara, Juan Fernando Reyes Kuri, Sandra Liliana Ortíz Novoa, David 
Racero, Carlos German Navas Talero, María José Pizarro, Ciro Fernández Núñez, 
Angela María Gaitán Púlido, Cesar Augusto Pachón Achury, Jorge Alberto Gómez.; 
fue publicado en la Gaceta 611 de 2020. 

El Proyecto de Ley fue repartido a la Comisión Séptima, Finalmente, a través del 
oficio CSP-CS-COVID-19-1080-2020 del 17 de agosto de 2020, fui designado como 
Coordinador Ponente por parte de la mesa directiva de la Célula Congresional a la 
cual pertenezco. 

2. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY. 
El presente proyecto de Ley que reglamenta el trabajo en condiciones dignas y 
justas para todo el talento humano al servicio de la salud en todo el territorio de 
Colombia, tiene como soporte normativo el artículo 25 de la Constitución Nacional, 
que reconoce como derecho fundamental y de especial protección, el trabajo en 
condiciones dignas y justas. En efecto, se establece en forma expresa la prohibición 
de la celebración de contratos de prestación de servicios personales directos, las 
ordenes de prestación de servicios OPS, la intermediación y la tercerización laboral, 
en la vinculación del talento humano al servicio de la salud, salvo o excepto para los 
contratos de prestación de servicios personales, que exclusivamente tengan origen 
en relaciones de negocios jurídicos estrictamente comerciales, administrativos o 
civiles, sin que, para ese efecto probatorio, sea suficiente la sola exhibición del 
contrato correspondiente, conforme al principio constitucional de la primacía de la 
realidad sobre las formalidades. 

3. NECESIDAD Y CONVENIENCIA.  

Es de conocimiento público que las OPS casi en su totalidad en el sector salud, son 
verdaderas relaciones laborales que burlan las prestaciones económicas y sociales  
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a que tienen derecho la inmensa mayoría del talento humano al servicio de la salud, 
violándose los derechos constitucionales, legales y prestacionales consagrados en 
las normas laborales vigentes. Hoy la situación se empeora por los altísimos riegos 
de contagio del COVID-19 que muy pronto se acercará a 1.000 trabajadores de la 
salud, por su entrega desinteresada y sin descanso por salvar vidas de personas 
con coronavirus. 

El proyecto de ley busca desterrar de una vez por todas, el odioso contrato de 
prestación de servicios personales y las ordenes de prestación de servicios 
personales, por parte de los empleadores del sector salud en Colombia. Durante los 
últimos años la justicia colombiana y en especial las altas cortes, mediante diversos 
fallos que se constituyen en precedentes jurisprudenciales de obligatorio 
acatamiento, han desenmascarado el engaño de los contratos de prestación de 
servicios personales, no solamente contra el trabajador laboral, sino también, la 
violación a los preceptos constitucionales y legales, que protegen el derecho al 
trabajo digno, estable, con prestaciones económicas y sociales. 

La administración de justicia ha proferidos cientos de miles de fallos que reconocen 
el contrato realidad laboral en relación con los contratos u órdenes de prestación de 
servicios, porque se demostró que el trabajador, estuvo sometido al cumplimiento 
del horario de atención de la entidad; que no delegó su prestación de servicio en 
terceras personas; que ejerció sus labores en las instalaciones del empleador o 
contratante; que tenía una remuneración periódica y; que su labor estaba 
subordinada bajo los condicionamientos fijados por el empleador de acuerdo con 
las necesidades del servicio. En la cosa juzgada de los fallos se invocó siempre el 
principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades, para sustentar la 
transgresión de los derechos de los trabajadores, que fueron vinculados en forma 
ilegal mediante OPS o CPS. 

Además, el Proyecto de Ley para garantizar el pago oportuno de los salarios y 
demás acreencias laborales del talento humano, dispone el giro directo a las IPS 
para el pago de la mínima de los trabajadores de la salud vinculados por contrato 
de trabajo, sin que se requiera de la autorización previa de la EPS. 

De otra parte, el proyecto de Ley tiene también por objeto eliminar la intermediación 
laboral y la tercerización laboral, para todos los trabajadores de la salud y no 
exclusivamente para el talento misional de salud, por cuanto con la intermediación 
se impuso un instrumento de engaño a las prestaciones económicas, legales y a la 
estabilidad del talento humano al servicio de la salud. 

En cuanto a la dignificación del talento humano de la salud que tanta simpatía 
despierta en todos los estamentos de la sociedad colombiana, el proyecto busca 
reconocer un mínimo vital profesional para todos los trabajadores de la salud a nivel 
técnico, tecnólogo y universitario, quienes han dedicado con mucho esfuerzo 
económico, emocional y mental en su formación académica en pregrado. Además, 
el talento humano está expuesto a un alto grado de riesgo laboral, a una 
inestabilidad laboral e ingresos indignos para lograr el bienestar familiar. 

El texto propone para la dignificación del talento humano al servicio de la salud 
tendrá un piso mínimo de ingreso salarial, equivalente al setenta por ciento (70%) 
del salario mínimo legal mensual vigente SMLMV, por cada semestre de formación 
académica técnica, tecnológica y universitaria en pregrado. 

De otra parte, el proyecto reconoce un bono del diez por ciento (10%) adicional a 
su ingreso a los trabajadores de la salud, que prestan su servicio laboral en zonas 
de conflicto del país, para atender la población civil en medio del fuego y amenazas, 
con lo cual pone en peligro su integridad física. Dicho apoyo económico no será en 
ningún caso factor salarial para calcular prestaciones económicas y sociales.

4. SITUACIÓN ACTUAL DE LA PRESTACION DE SEVICIOS DE LOS
TRABAJADORES DE LA SALUD.

En Colombia el actual Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) 
surgió en 1993 con la promulgación de la Ley 100 de ese año, la cual tuvo como 
objetivo, principalmente, brindar a todos los colombianos acceso a la atención 
básica en salud bajo los principios de universalidad, eficiencia y solidaridad, pero 
también surgió con el fin de solucionar los problemas estructurales que presentaba 
el anterior Sistema Nacional de Salud. El nuevo modelo por implementar con la ley 
promueve el aseguramiento obligatorio para los trabajadores dependientes y crea 
el seguro subsidiado para los más pobres.

Los cambios en las condiciones laborales del recurso humano en salud a partir de 
la aplicación de la Ley 100 de 1993 muestran de manera clara y categórica que las 
mismas se deterioraron en grado superlativo, especialmente para aquellos que no 
poseen contratación directa con las entidades de salud; se ampliaron las brechas 
salariales; se dieron aumentos en la intensidad horaria y se detectó cierto grado de 
subempleo.

En materia de contratación y, en general, de definición de condiciones laborales, 
son muchos los cambios que se perciben, aunque es preciso reiterar que, si bien 
algunos de los aspectos introducidos en la Ley 100 de 1993 modificaron de manera 

indirecta las condiciones laborales de los profesionales de la salud, fue con la Ley 
50 de 1990 que se consagraron los principales cambios en materia laboral.

Los principales cambios en este sentido están relacionados con la introducción al 
sector salud de nuevos modelos de vinculación laboral; la indiscutible flexibilización, 
inestabilidad y precarización del empleo y de los salarios, dado el enfoque de
negocio de las EPS e IPS y la necesidad de hacerlo rentable; la “corporativización” 
del trabajo profesional; la terciarización o subcontratación de servicios y las nuevas 
modalidades de gestión corporativa (cooperativas de trabajo asociado, grupos de 
profesionales asociados, alianzas estratégicas y redes integradas de prestadores 
asistenciales), y la incorporación de modelos de atención gerenciada y de 
autogestión centrados en la gestión del riesgo, los sistemas de información, la 
gestión tecnológica y el manejo estratégico de costos, entre otras herramientas.

Todas estas estrategias de flexibilización laboral son utilizadas por las aseguradoras 
en el sector salud como un mecanismo de contención y disminución de costos 
laborales.

Es en este sentido en el que la Ley 100 de 1993 afectó la contratación de los 
empleados del sector, ya que la introducción de la competencia en el mercado de 
aseguramiento y de prestación de los servicios de salud generó incentivos para que 
estas empresas buscaran rentabilidad o sostenibilidad financiera mediante varios 
mecanismos, entre ellos la minimización de costos totales vía disminución de costos 
laborales.

Esta situación se refleja, por ejemplo, en el auge que ha tenido la contratación de 
personal mediante las cooperativas de trabajo asociado (CTA), lo que no solo 
posibilita la reducción de las obligaciones prestacionales para los empleadores, sino 
también los costos laborales, pues los empleadores reducen sus gastos 
administrativos y de funcionamiento, debido a que bajo los principios del 
cooperativismo esta se convierte en una de las responsabilidades por asumir por el 
colectivo de asociados; pero talvez los efectos más graves en términos de la 
precarización del trabajo y de la calidad en la contratación se asocian con el gran
margen de maniobrabilidad que tienen las CTA para definir las actividades de 
trabajo, la división de estas, y todo lo relacionado con el régimen de 
compensaciones.

La Federación Colombiana de Sindicatos Médicos afirma que “la situación laboral 
es muy grave, tenemos contratación ilegal en el 80 por ciento de los casos, de no 
pago de salarios y honorarios y a veces se acumulan un año de deuda de salarios 
y prestaciones sociales”.

La carga asistencial en los centros hospitalarios se reduce y se está aplicando la 
tercerización de personal médico misional en hospitales públicos.

Según indicó el presidente de Sociedades Científicas, Cesar Burgos, la ley 1438 del 
2011 prohíbe las cooperativas de trabajo asociado, en contravía de la norma que 
prohíbe estas prácticas.

“Se ha perdido la decencia del médico en el sistema de salud, de ese enlace con 
los pacientes, porque intervienen más las instituciones en las decisiones que deben 
tomar los especialistas”, afirmó,” Los trabajadores de la salud están maniatados
y que se requiere de una reforma al sistema de salud que garantice fortalecer 
el papel y protagonismo de los médicos”.

La formalización debe darse tanto para el sector público como el privado, 
(actualmente el 90% de las instituciones prestadoras de servicios de salud son 
privadas).

Preocupan sobremanera, las condiciones para el ejercicio de la labor médica en las 
zonas rurales, donde existen mayores dificultades por la crisis financiera de los 
hospitales públicos.

La zona rural requiere de un mayor número de profesionales y se necesitan 
incentivos y mejores condiciones laborales para que los profesionales se desplacen 
hacia estas zonas.

La encuesta realizada por el Colegio Médico Colombiano sobre una revela datos 
preocupantes del sector salud en el país. La muestra se realizó a más de 8.000 
profesionales en salud, incluyendo médicos generales, especialistas y otros 
trabajadores del área como odontólogos, optómetras y bacteriólogos.

Muestra la encuesta que el 40% de los médicos rurales encuestados se quejó de
retraso en el pago de su salario.

Más de la mitad de cada una de las categorías de profesionales admitió que en 
algún momento “su situación laboral se ha visto afectada”.

Según la Encuesta Nacional de Situación Laboral Profesionales de la Salud 2019, 
la situación laboral se ha visto afectada –en su mayoría- por tres grandes 
problemáticas:

Cambio de condiciones de trabajo
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Constricción del ejercicio
Pérdida de empleo.

Los que más se quejaron de cambios en condiciones de trabajo fueron los médicos 
especialistas (44%); los que más sufrieron la constricción de su ejercicio fueron los 
médicos rurales (29%) y en la categoría de “Otros profesionales de la salud” estuvo 
el mayor reclamo por pérdida de empleo (31%).

En la encuesta se vislumbran con meridiana claridad los problemas de 
‘deslaboralizacion’, acoso laboral, pérdida de la autonomía, exceso de carga laboral, 
contrataciones ilegales, baja remuneración y desempleo; se ve que desde el 
Gobierno no hay una verdadera política de desarrollo del talento humano del sector 
salud.

Otro punto destacado hizo referencia al acoso laboral, algo que afectó a los médicos 
rurales (14%), seguidos de los médicos generales (13%).

Aparte de esto, más del 70% de cada grupo de profesionales afirmó que no está 
conforme con sus ingresos. El estudio señaló que quienes más reciben dinero son 
los médicos especialistas, con salarios de entre $7.453.044 y $12.421.740, 
aproximadamente; más de la mitad de médicos rulares y generales reciben entre 
$2.484.348 y $4.140.000, mientras otros profesionales del sector reciben en general 
menos de tres salarios mínimos.

La encuesta complementa que un enfermero profesional, con dos o tres años de 
experiencia, gana en promedio mensual en Colombia hasta $2.945.000; un médico 
general que tenga entre 5 a 7 años de experiencia laboral recibe $3.317.000. Por 
otro lado, cargos directivos de la salud, que cuenten con una especialización, un 
segundo idioma y entre 7 y 9 años de experiencia, ganan entre 9 y 14 millones de 
pesos.

Según los resultados de la encuesta del Colegio Médico Colombiano, las IPS son 
las entidades más ‘deudoras’ con los trabajadores de la salud y los profesionales 
que más se demoran en recibir su salario son los médicos rurales, que esperan 
hasta tres meses para devengar.

Por otro lado, se aprecia que los médicos rurales son quienes cuentan con más 
contratos a término fijo o indefinido en un (85%); los médicos generales y los “Otros 
profesionales de la salud” afirmaron contar con una cláusula laboral de este tipo en 
un (42%) y (45%), respectivamente.

En cambio, los médicos especialistas afirmaron que su tipo de contratación era por 
orden de prestación de servicios en un (46%).

Al parecer, existe un inconformismo generalizado, ya que más del (75%) pudo 
afirmar que durante su carrera han pasado por algún problema laboral. Retrasos en 
los pagos, falta de aumentos al salario anual y el valor de la hora trabajada son otros 
problemas que evidenciaron los encuestados.

Además de contar con un salario justo, el personal adscrito al sector salud debe 
haber un desarrollo profesional que incluya “seguridad social, recreación y 
educación continua, esto para que exista una actualización permanente del 
conocimiento para que el profesional pueda tener un proyecto de vida con un trabajo 
estable.

En los hospitales públicos priman figuras precarias y tercerizadoras de contratación 
laboral, con trabajadores misionales contratados mediante contratos de prestación 
de servicios, mediante Cooperativas de Trabajo Asociado aun –pese a que fueron 
prohibidas para estos fines desde el año 2010- y mediante Contratos Sindicales que 
reemplazaron a éstas para mantener intermediaciones laborales ilegales – más de 
11.386 contratos sindicales vigentes en el sector salud para el año 2019.

En fin esta iniciativa legislativa fue concertado con Médicos Unidos de Colombia, 
Bacteriólogos en Acción, Asociación de Prestadores de Salud Oral Colombiana, 
Sindicato Gremial Nacional de Optometría – SIGNO, Asociación Colombiana de 
Profesionales en Atención Pre Hospitalaria – ACOTAPH, Sindicato Nacional de 
Profesionales en Fonoaudiología, Fisioterapia y Terapia Ocupacional –
SINALPROFFT, Acción Odontológica, Colegio Colombiano de Terapia 
Ocupacional, Asociación Colombiana de Facultades de Terapia Respiratoria –
ACOLFATER, Psicólogos Unidos de Colombia, Agremiación de Cirujanos del Valle 
– ASCIVAL y Asociación de Fonoaudiólogos Especialistas en Seguridad Salud y
Trabajo, tiene por objeto éste proyecto establecer que, toda vinculación de los 
trabadores de la salud, deberá hacerse por regla general mediante contrato laboral 
de trabajo y/o relación reglamentaria, por parte de las Empresas Promotoras de 
Salud (EPS), Instituciones Prestadoras de Salud y Empresas de Transporte 
Especial de Pacientes, sean públicas, privadas, mixtas, comunitarias o solidarias.

El proyecto de Ley pretende dignificar el trabajo del talento humano al servicio de la 
salud, que en la actualidad en su inmensa mayoría son objeto de una explotación 
oprobiosa, discriminatoria e indigna, con ocasión de las famosas ordenes de 
prestación de servicios personales, que en realidad violan los principios y derechos 
constitucionales que protegen toda forma de trabajo humano, especialmente el de 
igualdad en la protección y trato para los trabajadores. En Colombia el trabajo goza 
de especial protección del Estado trabajo. 

Es de conocimiento público que la vinculación y prestación directa y sin autonomía 
de médicos, odontólogos, bacteriólogas, enfermeras, terapistas, trabajadores 

sociales, auxiliares y demás personal paramédico, a los servicios de salud en todo 
el país, se hace en su mayoría mediante las OPS, bajo el sometimiento evidente de 
una dependencia o subordinación de quien presta el servicio y sujeto a un plan de 
instrucciones y jornada de trabajo, con el único propósito de no reconocer las 
prestaciones laborales y de seguridad social como: salario; vacaciones; prima de 
servicios; cesantías; dotación; auxilio de transporte; salud y riesgos de invalidez, 
vejez y muerte; pensión de jubilación. Es decir, que la OPS se utiliza como 
instrumento para desconocer los derechos laborales. 

En efecto, se viola abiertamente el mandato del inciso 4° del artículo 2 del Decreto 
Ley 2400 de 1968, y de paso el numeral 3° del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, que 
hace referencia al carácter temporal de la OPS. A los trabajadores de la salud los 
ampara el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo que define los 3 elementos 
esenciales del contrato de trabajo, y en su numeral 2° dispone expresamente que:

“Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo, se entiende que 
existe contrato de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni 
de otras condiciones o modalidades que se le agreguen”.

Uno de los fundamentos principales del presente proyecto de Ley, es el artículo 24 
del Código Sustantivo del Trabajo, el cual presume que toda relación de trabajo 
personal está regida por un contrato de trabajo. 

Por ello, se hace necesario lo más urgente posible que el Congreso de la República, 
expida la presente ley con el propósito de prohibir los contratos civiles o comerciales 
de prestación de servicios personales y directos para la vinculación laboral de los 
trabajadores en el sector salud, para dignificar la labor del talento humano y evitar 
que se sigan usando las OPS como regla general en la vinculación del talento 
humano del sector salud. 

El proyecto de Ley exceptúa los contratos de prestación de servicios personales 
que estrictamente y en forma incuestionable traten de relaciones correspondientes 
a verdaderos negocios mercantiles, administrativos o civiles, que tiene por objeto 
una utilidad para el profesional de la salud. Un ejemplo de ello, corresponde a los 
especialistas que tienen ingresos superiores a 40, 60, 80 y más millones de pesos 
mensuales. Este grupo de contratistas y no trabajadores, no representan el 5% de 
todo el talento humano vinculado al sector de la salud. 

Muy a pesar de la flexibilización laboral, las empresas promotoras de salud y de las 
instituciones prestadoras de salud, jamás pueden violar los principios y derechos 
constitucionales que protegen en forma especial el derecho al trabajo, y tampoco 
las normas legales que lo reglamentan. En efecto, se podrán implementar diferentes 

formas de contratación laboral, pero no podrá sustituirse el contrato laboral o la 
relación reglamentaria, por las OPS, que son la negación burda del derecho laboral. 

A lo largo de la historia colombiana en estado de guerra o conflicto permanente, y 
en especial hoy ante la pandemia del coronavirus, los trabajadores de la salud han 
arriesgado su propia vida y las de sus familias, para salvar la vida de sus pacientes. 
Es por ello, que este proyecto es un homenaje y reconocimiento póstumo para 
exaltar la memoria del doctor WILLIAM GUTIÉRREZ LOMBANA, Médico Cirujano, 
Especialista en Anestesiología y Cuidado Crítico, quien falleció por salvar vidas con 
ocasión del contagio del COVID-19. El Congreso reconoce en él el sacrificio de 
muchos profesionales de la salud que han muerto por causa del coronavirus, y 
quiere que este proyecto perdure con su nombre en la memoria de todos los 
colombianos. 

De otra parte, los trabajadores de la salud se enfrentan a otro método de vinculación 
que atenta gravemente contra su dignidad y estabilidad, a través del instrumento de 
la intermediación y la tercerización laboral, que también tiene efectos negativos en 
contra de la atención de los usuarios del sistema de salud. 

La responsabilidad en prestación de servicios de salud está en cabeza de las 
Empresas Promotoras de Salud EPS, las Instituciones Prestadoras de Salud IPS y 
las Empresas de Transporte Especial de Pacientes, sean públicas, privadas o 
mixtas, y por tal razón, deben asumir su responsabilidad respondiendo directamente 
por la estabilidad laboral y las reclamaciones de carácter laboral, desmontando la 
intermediación y la tercerización laboral en la salud. El Congreso de la República 
debe prohibir de manera expresa la intermediación laboral en el sector salud, por 
cuanto sus dos propósitos consisten en la utilidad mercantil y esquivar el pago de 
las acreencias y prestaciones laborales de las EPS, IPS y de las empresas de 
transporte de pacientes.

5. CONCLUSIÓN

Es por ello, que concluimos que con este proyecto se propone solucionar de fondo 
la grave situación laboral del sector salud, que toda vinculación de los trabajadores 
de la salud deba hacerse por regla general mediante contrato laboral de trabajo y/o 
relación reglamentaria, por parte de las EPS e IPS sin discriminar si estas son 
públicas, privadas o mixtas.

Para ello, se establece en forma expresa la prohibición de la celebración de 
contratos de prestación de servicios personales directos, las ordenes de prestación 
de servicios OPS, la intermediación y la tercerización laboral, en la vinculación del 
talento humano al servicio de la salud, salvo o excepto para los contratos de 
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prestación de servicios personales, que exclusivamente tengan origen en relaciones 
de negocios jurídicos comerciales, administrativos o civiles.

Los empleadores públicos, privados, mixtos, comunitarios y solidarios, deberán 
celebrar contratos de trabajo y/o relación reglamentaria, para vincular al talento 
humano en la prestación personal y directa del servicio de salud, respetando los 

derechos constitucionales, legales y prestacionales consagrados en las normas 
laborales vigentes.

Se busca la formalización laboral de los servidores de la salud, transitando de los 
actuales contratos de prestación de servicios, vínculos mediante cooperativas de 
trabajo asociado, contratos sindicales y otros, a contratos laborales directos.

Adicionalmente la Sentencia C-614/09 de la Corte constitucional sobre el tema 
textualmente dice:

“CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS-Prohibición de celebración 
para ejercicio de funciones de carácter permanente se ajusta a la Constitución
La Corte encuentra que la prohibición a la administración pública de celebrar 
contratos de prestación de servicios para el ejercicio de funciones de carácter 
permanente se ajusta a la Constitución, porque constituye una medida de 
protección a la relación laboral, ya que no sólo impide que se oculten verdaderas 
relaciones laborales, sino también que se desnaturalice la contratación estatal, 
pues el contrato de prestación de servicios es una modalidad de trabajo con el 
Estado de tipo excepcional, concebido como un instrumento para atender 
funciones ocasionales, que no hacen parte del giro ordinario de las labores 
encomendadas a la entidad, o siendo parte de ellas no pueden ejecutarse con 
empleados de planta o se requieran conocimientos especializados.”

A pesar de la prohibición de vincular mediante contratos de prestación de servicios 
a personas que desempeñan funciones permanentes en la administración pública, 
en la actualidad se ha implantado como práctica usual en las relaciones laborales 
con el Estado la reducción de las plantas de personal de las entidades públicas, el 
aumento de contratos de prestación de servicios para el desempeño de funciones 
permanentes de la administración y de lo que ahora es un concepto acuñado y 
públicamente reconocido: la suscripción de “nóminas paralelas” o designación de 
una gran cantidad de personas que trabajan durante largos períodos en las 
entidades públicas en forma directa o mediante las cooperativas de trabajadores, 
empresas de servicios temporales u otros, por lo que la realidad fáctica se muestra 
en un contexto distinto al que la norma acusada describe, pues se ubica en una 
posición irregular y abiertamente contraria a la Constitución, desviación práctica que 

desborda el control de constitucionalidad abstracto y su corrección corresponde a 
los jueces contencioso administrativos, o, excepcionalmente, al juez constitucional 
por vía de la acción de tutela; práctica ilegal que evidencia una manifiesta 
inconstitucionalidad que la Corte Constitucional no puede pasar inadvertida, pues 
afecta un tema estructural en la Carta de 1991, cual es el de la carrera administrativa 
como instrumento esencial para que el mérito sea la única regla de acceso y 
permanencia en la función pública, por lo que se insta a los órganos de control a 

cumplir el deber jurídico constitucional de exigir la aplicación de la regla prevista en 
la norma acusada y, en caso de incumplimiento, imponer las sanciones que la ley 
ha dispuesto para el efecto, y se conmina a la Contraloría General de la República, 
a la Procuraduría General de la Nación y al Ministerio de la Protección Social a que 
adelanten estudios completos e integrales de la actual situación de la contratación 
pública de prestación de servicios, en aras de impedir la aplicación abusiva de 
figuras constitucionalmente válidas.

desborda el control de constitucionalidad abstracto y su corrección corresponde a 
los jueces contencioso administrativos, o, excepcionalmente, al juez constitucional 
por vía de la acción de tutela; práctica ilegal que evidencia una manifiesta 
inconstitucionalidad que la Corte Constitucional no puede pasar inadvertida, pues 
afecta un tema estructural en la Carta de 1991, cual es el de la carrera administrativa 
como instrumento esencial para que el mérito sea la única regla de acceso y 
permanencia en la función pública, por lo que se insta a los órganos de control a 

cumplir el deber jurídico constitucional de exigir la aplicación de la regla prevista en 
la norma acusada y, en caso de incumplimiento, imponer las sanciones que la ley 
ha dispuesto para el efecto, y se conmina a la Contraloría General de la República, 
a la Procuraduría General de la Nación y al Ministerio de la Protección Social a que 
adelanten estudios completos e integrales de la actual situación de la contratación 
pública de prestación de servicios, en aras de impedir la aplicación abusiva de 
figuras constitucionalmente válidas.

PROPOSICIÓN

Con base a las siguientes consideraciones y haciendo uso de las facultades 
conferidas por el artículo 153 de la Ley 5ª de 1992, como Autor y coordinador 
ponente presento Ponencia Positiva sin pliego de modificaciones y solicito a la 
Honorable Mesa Directiva de la Comisión Séptima dar primer debate al Proyecto de 
ley N° 125 de 2020 Senado “Por el cual se dictan normas para la prestación de 
servicios personales del talento humano en el sector de la salud”.

Cordialmente,

JOSÉ AULO POLO NARVÁEZ
Senador de la República 
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6. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN
SÉPTIMA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA

PROYECTO DE LEY 125 DEL 2020 SENADO

“Por el cual se dictan normas para la prestación de servicios personales del 
talento humano en el sector de la salud”

ARTÍCULO PRIMERO. PROHIBICION DE CONTRATOS DE PRESTACION DE 
SERVICIOS PERSONALAES PARA VINCULAR A TRABAJADORES DE LA 
SALUD. Queda expresamente prohibidos los contratos de prestación de servicios 
personales u órdenes de prestación de servicios personales OPS, de carácter 
comercial, civil y/o administrativo, para la vinculación directa o indirecta del talento 
humano en todo el sector de la salud. 

PARÁGRAFO. Se exceptúan los contratos que tengan origen en relaciones de 
negocios jurídicos estrictamente comerciales, civiles o administrativos, sin que sea 
suficiente mérito probatorio la sola exhibición del contrato correspondiente.

ARTÍCULO SEGUNDO. CONTRATO DE TRABAJO Y RELACION 
REGLAMENTARIA. A partir de la vigencia de la presente ley, los empleadores 
públicos, privados, mixtos, comunitarios y solidarios, deberán celebrar contratos de 
trabajo y/o relación reglamentaria, para vincular al talento humano en la prestación 
personal y directa del servicio de salud, respetando los derechos constitucionales, 
legales y prestacionales consagrados en las normas laborales vigentes. 

PARÁGRAFO 1. Se exceptúan los contratos que tengan origen en relaciones de 
negocios jurídicos comerciales, civiles o administrativos, de que trata el parágrafo 
único del artículo anterior. 

PARAGRAFO 2. Para garantizar el pago oportuno al talento humano de la salud 
vinculado por contrato de trabajo laboral, no se requerirá de la autorización por parte 
de la Empresa Promotora de Salud EPS, para proceder al giro directo a las 
Institución Prestadora de Servicios de salud IPS, basta la presentación de la Planilla 
Integrada de Liquidación de Aportes al Sistema de Seguridad Social Integral y 
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Parafiscales PILA, que tenga origen exclusivamente en las relaciones contractuales 
de carácter laboral. 

ARTÍCULO TERCERO. CONVERSION DE CONTRATOS. A partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley, los contratos de prestación de servicios personales u 
órdenes de prestación de servicios personales del talento humano en el sector de 
la salud que se encuentren en ejecución, tendrán un término improrrogable de dos 
(2) meses, para que las partes que lo suscribieron procedan de mutuo acuerdo a la 
conversión de los mismos en contratos individuales de trabajo. 

Una vez vencido el término establecido en el inciso anterior, sin que se hubiere 
logrado un acuerdo, se entenderá de pleno derecho la conversión de estos contratos 
de prestación de servicios personales a contrato de trabajo en el sector público y 
privado. 

PARÁGRAFO: Este artículo no se aplicará para los actuales contratos de 
prestación de servicios que tengan origen estrictamente en negocios jurídicos de 
carácter comercial, civil o administrativo. 

ARTÍCULO CUARTO. PROHIBICION DE INTERMEDIACION O TERCERIZACION 
LABORAL. Queda expresamente prohibida cualquier forma de intermediación 
laboral incluyendo el contrato sindical o la tercerización laboral, para vincular talento 
humano en el sector salud, a las Empresas Promotoras de Salud EPS, Instituciones 
Prestadoras de Servicios de Salud IPS, Empresa Social del Estado y Empresas de 
Transporte Especial de Pacientes, sean de carácter públicas, privadas, mixtas, 
comunitarias o solidarias, siempre y cuando, los equipos y/o instalaciones sean de 
propiedad de la empresa promotora de salud, prestadora de salud o de transporte 
especial de pacientes. 

ARTÍCULO QUINTO: MÍNIMO VITAL PROFESIONAL DEL TALENTO HUMANO 
EN SALUD. La dignificación del talento humano al servicio de la salud en todo el 
territorio del país, tendrá un piso mínimo de ingreso salarial, equivalente setenta por 
ciento (70%) del salario mínimo legal mensual vigente SMLMV, por cada semestre 
de formación académica técnica, tecnológica y universitaria en pregrado. 

PARÁGRAFO 1°. Este artículo solo tendrá aplicación para los contratos laborales 
que se rigen por el código sustantivo del trabajo y para los empleos públicos que 
sean desempeñados por servidores públicos que presten sus servicios en el sector 
de la salud. 
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PARAGRAFO 2°. Las Empresas Promotoras de Salud EPS, Instituciones 
Prestadoras de Salud IPS y Empresas de Transporte Especial de Pacientes, sean 
de carácter públicas, privadas, mixtas, comunitarias o solidarias, contaran con un 
término de seis (6) meses a partir de la vigencia de la presente ley, para que se dé 
estricto cumplimiento al presente artículo. 

ARTÍCULO SEXTO. BONO ESPECIAL MENSUAL OBLIGATORIO. Todo el 
talento humano en salud que preste sus servicios en zonas de conflicto recibirá 
adicionalmente una remuneración mensual correspondiente al 10% de su salario, el 
cual no constituirá factor salarial para la liquidación de prestaciones y cesantías.

ARTÍCULO SEPTIMO. VIGILANCIA Y CONTROL. El Ministerio del Trabajo y la 
Superintendencia Nacional de Salud, ejercerán especial vigilancia para el 
cumplimiento de la presente ley. 

ARTÍCULO OCTAVO. VIGENCIA Y DEROGATORIA. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Cordialmente,

JOSÉ AULO POLO NARVÁEZ 
Senador de la República
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LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL  
HONORABLE   SENADO   DE   LA     REPÚBLICA. -  Bogotá D.C., a los veintiuno 
(21) del mes de mayo del año dos mil veintiuno (2021) - En la presente fecha se 
autoriza la publicación en Gaceta del Congreso de la República, Informe de 
Ponencia  para Primer Debate  y Texto Propuesto para Primer Debate. 

NÚMERO DEL PROYECTO DE LEY: N° 125/2020 SENADO 

TÍTULO DEL PROYECTO: “POR EL CUAL SE DICTAN NORMAS PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PERSONALES DEL TALENTO HUMANO EN EL 
SECTOR DE LA SALUD”. 

NOTA SECRETARIAL 

Ante la Secretaría de la Comisión Séptima del Senado, siendo las 20:13 P.M., del 
día miércoles 12 de mayo de 2021, fue radicado el Informe Ponencia Positiva, para 
Primer debate, el cual viene refrendado por el Honorable Senador: JOSÉ AULO 
POLO NARVÁEZ (Coordinador Ponente), el Honorable Senador HONORIO 
MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO, no refrendo con su firma la ponencia radicada 
que se publica.  

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 
1431 de 2011. 

El Secretario, 

JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA  
 SECRETARIO –COMISIÓN VII SENADO 
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